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Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:
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-
Diputado Quintana, reparaciones del Liceo B 10, Jorge Alessandri Rodríguez, de Victoria. 
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-
Diputado Pérez don José, instalación de una Unidad de Investigación de Accidentes del Tránsito en Los Angeles. 


Ministerio de Obras Públicas


-
Diputado Burgos, funcionamiento de túnel San Cristóbal. 


-
Diputado Bertolino, pagos a contratistas a cargo de las Obras de Estadios para el Mundial de Futbol Femenino Sub 20. 


-
Diputado Díaz don Marcelo, proceso de funcionamiento normal de la Planta de Osmosis Inversa en comuna de La Higuera. 


-
Diputado Arenas, calidad del agua en APR de Villa Esperanza comuna 
Collipulli. 



Ministerio de Agricultura:


-
Diputado Saffirio, exigencias a pequeños agricultores de la comuna Padre Las Casas. 


-
Diputado Hernández, apoyo a los productores lecheros del sur del país. 


-
Diputado Jaramillo, situación de la ganadería nacional. 


-
Diputado Jaramillo, cambios de jefes de área del Indap en el Distrito 54.



Ministerio del Trabajo y Previsión Social:


-
Diputado De Urresti, medidas destinadas a proteger el empleo en Valdivia. 


-
Diputado Pérez don José, agilización de trámites de personas que soliciten jubilaciones como Exonerados Políticos en el Ex INP. 



Ministerio de Salud:


-
Diputado Jaramillo, residuos de lodo y riles que depositaría la Empresa de Servicios Sanitarios de Los Lagos S.A. 



Ministerio Secretaría General de la Presidencia:


-
Proyecto de Acuerdo 724, continuidad de atención a público durante época estival en caso de servicios públicos. 


-
Proyecto de Acuerdo 735, declaraciones del mandatorio venezolano en contra de S.E. la Presidenta de la República.



Comisión Nacional del Medio Ambiente:


-
Diputado Jaramillo, residuos de lodo y riles que depositaría la Empresa de Servicios Sanitarios de Los Lagos S.A. 



Superintendencia de Pensiones:


-
Proyecto de Acuerdo 651-B, prevención del deterioro de los fondos de pensiones durante la crisis financiera mundial. 



Subsecretaría de Pesca:


-
Diputada Pacheco, mejoramiento en condiciones de habitabilidad de embarcaciones pesqueras en construcción. 



Subsecretaría de Carabineros:


-
Diputado Sule, aumento de dotación de Carabineros en comunas de la Sexta Región.



Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras:


-
Diputado Silber, inconvenientes o retrasos de cuentacorrentistas que deciden cerrar sus cuentas. 


Servicio Nacional de Capacitación y Empleo:


-
Diputado Espinoza don Fidel, capacitación en el ámbito del turismo en comunas de Puerto Varas, Puerto Octay, Llanquihue y Frutillar. 



Municipalidad de Rinconada:


-
Diputado Núñez, Estación de Planta de Transferencia de Residuos Asociación San Felipe-Los Andes. 



Municipalidad de Victoria:


-
Diputado Estay, instalación de semáforo en Los Laureles con Villa Alegre, ciudad de Victoria.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (113)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aedo Ormeño, René
RN
III
5 

Aguiló Melo, Sergio
PS 
VII
37

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Pérez San Martín, Lily
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Araya Guerrero, Pedro
IND
II
4

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Cardemil Herrera, Alberto
IND
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahuán Chahuán, Francisco
RN
V
14

De Urresti Longton, Alfonso
PS
X
53

Delmastro Naso, Roberto
RN
X
53

Díaz Del Río, Eduardo
PRI
IX
51

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Duarte Leiva, Gonzalo
PDC
RM
26

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
15 
Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Enríquez-Ominami Gumucio, Marco
PS
V
10

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Escobar Rufatt, Álvaro
IND
RM
20

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Fuentealba Vildósola, Renán
PDC
IV
9

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13 

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Herrera Silva, Amelia
RN
V
12

Insunza Gregorio De Las Heras, Jorge
PPD
RM
28

Isasi Barbieri, Marta
PAR
I
2 

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Lobos Krause, Juan
UDI
VIII
47

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23 

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Mulet Martínez, Jaime
PRI
III
6

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PRI
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
PS
I
1

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sepúlveda Hermosilla, Roberto
RN
RM
20

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16 

Soto González, Laura
PPD
V
13

Sule Fernández, Alejandro
PRSD
VI
33

Súnico Galdames, Raúl
PS
VIII
43

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
IND
VI
32

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8 

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3


-Asistieron, además, la ministra directora del Sernam, doña Laura Albornoz, y la presidenta de la Conama, señora Ana Lya Uriarte.


-Concurrieron, también, los senadores señores Pedro Muñoz y Víctor Pérez.


-Con permiso constitucional estuvieron ausentes los diputados señora María Antonieta Saa, y señor Tucapel Jiménez. -




II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.07 horas.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- El acta de la sesión 15ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 16ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 

IV. CUENTA

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta. 

-El señor ÁLVAREZ, don Adrián (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

FELICITACIONES AL GRUPO DE GUARDIA DEL CONGRESO NACIONAL EN EL 82º ANIVERSARIO DE CARABINEROS DE CHILE.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Señoras diputadas y señores diputados, ayer, muchos de ustedes recorrieron sus distritos y felicitaron a Carabineros de Chile en su 82º aniversario. Nos pareció adecuado pedir que, por unos instantes, nos acompañara en las tribunas el jefe y personal del grupo de guardia del Congreso Nacional, teniente coronel, señor Hernán Silva; tenienta, señorita Silvana Campos, sargentos y cabos.

 En nombre de todas las bancadas, de todos los partidos políticos e independientes que conforman esta Corporación, les agradecemos toda su gran labor de resguardo del orden y la seguridad del Congreso Nacional y, por supuesto, toda su colaboración en nuestro trabajo.

En nombre de la Cámara, ¡felicitaciones!

-Aplausos.

RÉPLICA A PUBLICACIÓN DE PRENSA. Artículo 34 del Reglamento.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Para hacer uso del derecho a vindicarse, tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado señor Alejandro Sule.

El señor SULE.- Muchas gracias, señor Presidente.

El domingo recién pasado, en la sección Reportajes del diario La Tercera, se publicó un artículo plagado de falsedades.

En primer lugar, no presido ni he presidido jamás la Fundación Anselmo Sule; soy miembro fundador de ella.

En ese artículo se dice también que dicha Fundación mantiene una deuda de arriendo, lo cual es absolutamente falso, porque no la tiene ni la ha tenido nunca.

Además, se mencionan algunos trabajos que habría efectuado esa Fundación con algunas municipalidades, sin decir de qué se trataron; por lo tanto, no alcanzo a comprender cuál es la intención de la periodista o periodistas -o del diario- que redactaron dicho artículo.

El día que me contactó la periodista, cuyo nombre es Pilar Palma, para preguntarme sobre esta situación, yo estaba en una reunión y le señalé que la llamaría un representante mío para aclararle todas sus dudas. Ello se produjo unas horas después, pero durante 24 horas no pudimos localizarla a través de su celular ni en el diario La Tercera.

He dicho.

-o-

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Saludamos a la diputada Amelia Herrera, quien se ha reintegrado a sus actividades en esta Corporación.

-Aplausos.

ENVÍO DE PROYECTOS A COMISIONES.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el diputado señor Sergio Aguiló.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, en primer lugar, permítame unos breves segundos para saludar a la diputada Amelia Herrera y darle la más cordial bienvenida. Me alegro mucho de que su situación procesal haya quedado definitivamente resuelta.

Señor Presidente, por un pequeño error, completamente involuntario, la Oficina de Partes sugirió remitir un proyecto de ley, que ya había sido tratado por la Comisión de Derechos Humanos, a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Dicho proyecto, que patrocinó en su momento el diputado Juan Bustos, y copatrocinado por diputados de distintas bancadas, desde la UDI hasta el Partido Socialista, básicamente interpreta el artículo 93 del Código Penal.

Con el fin de subsanar ese error, pido que ese proyecto se envíe a la Comisión de Derechos Humanos, en la que se trató en su oportunidad.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Hemos analizado la solicitud del diputado Aguiló. Es correcta en cuanto a su historia legislativa y, por tanto, esta Mesa no tiene problema alguno en acceder a ella si hay unanimidad en la Sala en ese sentido.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.

El señor ROJAS.- Señor Presidente, en el número 15 de la Cuenta, la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas solicita el asentimiento de la Sala para proceder al archivo de varias mociones. Pido que las que establecen “la prevención y sanción de la violencia en espectáculos públicos masivos” y “sanciones para los hechos de violencia cometidos con ocasión de espectáculos deportivos”, que figuran en las letras d) y e) respectivamente, puedan ser remitidas a la Comisión de Deportes, puesto que, si bien se ha legislado sobre espectáculos deportivos, la violencia está asociada fundamentalmente al fútbol profesional y el proyecto que hemos presentado se refiere a espectáculos deportivos en general, sobre todo amateurs.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Duarte.

El señor DUARTE.- Señor Presidente, por su intermedio, le informo a nuestro colega Rojas que la decisión de la Comisión se basa en que las mociones fueron incorporadas a otro proyecto que ya aprobó la Cámara de Diputados y que se encuentra en segundo trámite en el Senado.

Entendemos que de producirse alguna diferencia, ese proyecto volverá a discutirse y ésa sería la oportunidad para incorporarle, a través de indicaciones, los referidos artículos. Por economía procedimental, estimamos que no era pertinente tramitar un proyecto sobre una materia en discusión.

Sugiero al diputado Rojas que esperemos el proyecto en trámite en el Senado e incorporemos, a través de indicaciones, las materias que pudieren no haberse considerado.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rojas.

El señor ROJAS.- Señor Presidente, hago presente que la iniciativa mencionada está orientada al espectáculo deportivo del fútbol profesional, en circunstancias de que también queremos enfocar el tema de la violencia en los estadios en los espectáculos deportivos amateurs, en los cuales se producen hechos más violentos que en el fútbol profesional. 

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Como se trata de una materia que volverá del Senado, si le parece a la Sala se enviarán los dos proyectos a la Comisión de Deportes para que los revise.

¿Habría acuerdo?
Acordado. 

Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, pido la unanimidad de la Sala para enviar a la Comisión Especial de Bomberos los proyectos boletines 2915-07 y 6410-07, que se encuentran en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

El primero busca establecer la inembargabilidad de los bienes inmuebles y otros destinados exclusivamente al funcionamiento de los Cuerpos de Bomberos. El segundo modifica el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil con el objeto de incluir como bienes no embargables los pertenecientes a servicios de emergencia que indica. A ellos se agrega uno que acaba de ingresar, boletín 6474-22, que pretende modificar el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil, en el sentido de incorporar como bienes inembargables los carros bombas y todo otro material destinado a la función de Bomberos de Chile.

La idea es estudiarlos en forma conjunta en la Comisión Especial de Bomberos, que preside el diputado Ojeda, pues tratan materias muy similares.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- ¿Habría acuerdo para proceder de la manera solicitada?

Acordado.
ARCHIVO DE PROYECTOS.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- En definitiva, en virtud del acuerdo anterior, se enviarán al archivo las mociones que figuran en las letras a), b) y c) del numeral 15 de la Cuenta.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

TRATAMIENTO DE PROYECTO SIN DISCUSIÓN.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Renán 
Fuentealba.

El señor FUENTEALBA.- Señor Presidente, solicito que recabe el asentimiento de la Sala para despachar en la sesión de hoy y sin debate el proyecto de acuerdo que figura en el Nº 4 de la Tabla, que aprueba el Acuerdo modificatorio del convenio de Seguridad Social, de 1996, entre Chile y 
Argentina. Se trata de una materia que ya conoció este Congreso, pero que para su entrada en vigencia es menester una norma aclaratoria. La aprobación del acuerdo modificatorio beneficiará a cerca de 500 mil chilenos residentes en Argentina. 

Por lo anterior, reitero la necesidad de despacharlo en la sesión de hoy, sin debate.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Si le parece a la Sala, al final del Orden del Día, una vez rendido el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, se procederá a la votación del proyecto de acuerdo aludido. 


¿Habría acuerdo?

Acordado.

-o-

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Se encuentra en las tribunas una delegación del Senado de Bolivia, integrada por el Presidente del Senado, Excelentísimo Senador don Óscar Ortiz, el Primer Secretario, don Orlando Cariaga, y el Presidente de Comité, a quienes saludamos afectuosamente.

-Aplausos.

-o-

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE NORMA SOBRE FECHA DE ELECCIÓN DE PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. Primer trámite constitucional. (Preferencia).

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Por acuerdo de los jefes de Comités, iniciaremos el Orden del Día con el proyecto de reforma constitucional que modifica transitoriamente la fecha de elección de Presidente de la República. Para su discusión, destinaremos el tiempo que se ocupe en rendir el informe más una hora, distribuida proporcionalmente, y después seguiremos con el proyecto que crea el Ministerio del Medio Ambiente.

La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, escuché que el acuerdo es destinar una hora para la discusión del proyecto en cuestión.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Así es, señora diputada.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, el tiempo es excesivo para un tema tan obvio, como correr el día de una elección, en circunstancias de que la Tabla contempla proyectos muy importantes. 

Por lo tanto, pido que recabe el acuerdo de la Sala para no destinar una hora al debate de una materia tan elemental.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Señora diputada, varios diputados manifestaron su interés por participar en el debate. Con todo, pienso que utilizaremos menos del tiempo acordado, que fue el que consideramos como mínimo para esta reforma constitucional.

Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica transitoriamente la fecha de elección de Presidente de la República. 

Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el señor Edmundo Eluchans. 

Antecedentes:

-Mensaje, boletín Nº 6443-07, sesión 10ª, en 7 de abril de 2009. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Primer Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Documentos de la Cuenta Nº 18, de esta sesión.
El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor ELUCHANS.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia paso a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica transitoriamente la fecha de elección de Presidente de la República. 


Para los efectos de lo establecido en los números 5º y 7º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, dejó constancia que se aprobó la idea de legislar por unanimidad y que no hubo artículos o indicaciones rechazados.

Tratándose de una reforma constitucional, que incide en el capítulo IV de la Constitución Política, para su aprobación se requiere el voto favorable de las tres quintas partes de los senadores y diputados en ejercicio.

El mensaje señala que el artículo 26 de la Constitución establece que la elección de Presidente de la República se efectuará conjuntamente con la de parlamentarios, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva, noventa días antes de aquel en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones. 

Agrega que como el 11 de diciembre de este año 2009, fecha que corresponde a los noventa días a que hace mención el artículo 26 de la Constitución, cae día viernes, resulta aconsejable modificar transitoriamente la fecha de los comicios. Para este efecto, propone introducir en la Constitución un artículo vigésimocuarto transitorio, que establezca que la próxima elección de Presidente de la República y parlamentarios se realizará el día domingo 13 de diciembre de 2009. 

Durante la discusión del proyecto en la Comisión de Constitución, varios diputados, entre ellos, la diputada señora Laura Soto, presidenta de la Comisión, y los diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Marcelo Díaz, Eluchans y Cristián Monckeberg presentamos una indicación para sustituir el artículo único por una norma permanente. Fundamos la propuesta en el análisis que hizo el Prosecretario de la Corporación, en el que nos advierte que las próximas elecciones también caerán en días hábiles. Por eso, consideramos adecuado solucionar el problema definitivamente.

En tal virtud, propusimos modificar el artículo 26 de la Constitución, que contiene la norma general de la elección de Presidente de la República, agregando al final del inciso primero, que dispone que la elección se efectuará noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones, lo siguiente: “si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.” Esto implica que la elección de Presidente de la Republica siempre deberá efectuarse en día domingo. 

Para la segunda vuelta no es necesario modificar la Carta Fundamental, porque ya la norma constitucional establece que siempre será en domingo. Quizás, en el primer caso hubo una inadvertencia y no se corrigió oportunamente.

También proponemos modificar los 
artículos 28 y 29 de la Constitución. El 28 se refiere a la situación en que el Presidente electo está impedido de tomar posesión del cargo y sea necesario efectuar una elección, la cual se realizará un día domingo. El 29 se refiere a la vacancia del cargo de Presidente de la República. En caso de ser necesario 
-no siempre lo es- hacer una elección popular, también se debe efectuar un día domingo.
Sobre la conveniencia de esta reforma constitucional, de realizar siempre las elecciones en días domingo, se han pronunciado favorablemente la opinión pública, a través de la prensa, y este Congreso Nacional. 

El proyecto es muy sencillo y no es necesario que me extienda más. El clamor ciudadano y la necesidad de buen funcionamiento del país ameritan modificar la Constitución en los términos señalados.

Por último, hago presente que en la Comisión, por falta de prolijidad, no advertimos que en el artículo 27 de la Constitución también hay una referencia a los noventa días, razón por la cual presenté a la Mesa, hace pocos minutos, una indicación que, espero, la Sala tenga la disposición de votarla de inmediato, para lo cual se requiere, unanimidad, según me expresó el Secretario, ya que el proyecto tiene urgencia de discusión inmediata. 

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- En discusión.

Tiene la palabra el diputado señor 
Eugenio Bauer.

El señor BAUER.- Señor Presidente, estamos totalmente de acuerdo con el proyecto de reforma constitucional. 

Sin embargo, recuerdo que hace dos años presentamos en esta Cámara un proyecto de ley para modificar la fecha definitiva de las elecciones presidenciales y cambiarlas de diciembre a octubre o noviembre. Lamentablemente, si bien fue aprobado por la comisión, ese proyecto nunca llegó a la Sala.

Diciembre es un mes muy complicado para todo el país, porque tenemos miles de preocupaciones, se cierra el año, se realizan las celebraciones escolares y se terminan todas las actividades, por lo que se hace más difícil si se establece la realización de las elecciones presidenciales. ¿Por qué no restablecemos que las elecciones presidenciales se realicen en septiembre, como era históricamente, o en octubre y damos la oportunidad de que la gente tenga un poco más de tranquilidad en diciembre, pues no tendrán que preocuparse de participar en elecciones presidenciales ni parlamentarias durante ese mes?

Vamos a votar a favor el proyecto, pero me gustaría que la idea quede dando vueltas para volver a establecer que las elecciones presidenciales se realicen en septiembre o en octubre.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Duarte.

El señor DUARTE.- Señor Presidente, me parece que el proyecto se explica por sí mismo y que el informe rendido por el diputado Eluchans es muy adecuado. Es de toda conveniencia para el país, para el bienestar de los ciudadanos y para fortalecer su participación en el proceso electoral que estas elecciones se desarrollen en domingo.

Por lo tanto, sólo quiero unirme a la solicitud destinada a aprobar por unanimidad la iniciativa que establece que la próxima elección presidencial se desarrolle en domingo.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ramón Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, como bancada, estamos absolutamente dispuestos y llanos a aprobar la iniciativa en debate. No obstante, nos gustaría trabajar más adelante en la posibilidad de que esta norma sea permanente; vale decir, en vez de señalar una fecha debemos poner “el segundo domingo de”, para no tener que cambiar la fecha de cada elección presidencial, porque es evidente que muchas de ellas caerán en días distintos al domingo.

Reitero, como bancada, estamos dispuestos a apoyar la iniciativa y también queremos apurar su despacho.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Eugenio Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, resulta poco comprensible que estemos abocados a discutir un proyecto de ley que sólo modifica la fecha de esta elección presidencial y parlamentaria para que se realice en domingo. No veo por qué no legislamos de manera permanente. El Ejecutivo o nosotros deberíamos presentar indicación para que esta norma disponga que las elecciones presidenciales y parlamentarias se realizarán el domingo más cercano a los noventa días que señala la Carta Fundamental. No podemos legislar sólo para la coyuntura, para los próximos días; no me parece adecuado que en cuatro años más estemos discutiendo un proyecto igual a éste.

Sin embargo, estoy por aprobarlo, porque estaríamos en el peor de los mundos si esta elección se realizara un día hábil. Creo que debiéramos aprovechar esta lógica y el respaldo que tiene el proyecto para legislar de manera permanente y no transitoria.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Edmundo 
Eluchans.

El señor ELUCHANS.- Señor Presidente, deseo formular dos comentarios.

En primer lugar, no sé si fui claro para dar a conocer el informe, pero lo que estamos sometiendo a la consideración de la Sala es una iniciativa aprobada por la Comisión, que sustituye el proyecto del Ejecutivo, originada de una indicación parlamentaria transversal, firmada por diputados de todas las bancadas, que modifica para siempre la fecha de la elección. De manera que si aprobamos el texto que hoy estamos sometiendo a la consideración de la Sala, esas elecciones deberán llevarse a efecto siempre en domingo.

Por lo tanto, la inquietud expresada por los diputados Farías y Tuma está recogida en esa redacción.

En segundo lugar, en relación con lo expresado por el diputado Bauer, quiero hacer presente que también debatimos en la Comisión la posibilidad de que la elección no se lleve a efecto noventa días antes de que cese en el cargo el Presidente en ejercicio, sino ciento veinte días antes, de manera que la primera vuelta de la elección presidencial se efectúe en noviembre y que, en caso de ser necesaria una segunda vuelta, se realice en diciembre.

Lamentablemente, el Ejecutivo no estuvo dispuesto a aprobar eso, razón por la cual la idea no prosperó.

Es cuanto puedo informar sobre la materia.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, uno se imagina que quienes mandan este tipo de proyectos no tienen la imaginación suficiente para darse cuenta de que esta situación se va a producir más de una vez en las elecciones presidenciales.

Me acuerdo que las normas de hace algunos años disponían que estas elecciones debían realizarse el primer domingo de marzo. Como no había segunda vuelta, la gente siempre sabía que las elecciones se celebrarían en una fecha determinada, y por lo que no había que discutir proyectos de ley especiales para modificar la Constitución en ese sentido. Lo recuerdo perfectamente diputado Eluchans, por su intermedio, señor Presidente, porque cuando mi padre fue candidato le crearon una canción que decía: “Primer domingo de marzo comienzan las marcaciones”. Toda la gente sabía que las elecciones presidenciales se realizaban el 4 de septiembre.

No quiero entrar en polémicas, sino que prefiero que dejemos establecido claramente y en forma permanente que la primera vuelta de una elección presidencial se realizará tal domingo y que, de ser necesaria, la segunda vuelta se efectuará tal domingo de enero, lo que favorecerá a todos, porque esa actividad puede caer en miércoles, en jueves o en cualquier otro día. Además, todos conocerán con anticipación las fechas en que se realizarán esas elecciones. Considero que ésta es la forma más práctica de solucionar el problema, porque, de lo contrario, tendremos que discutir este tipo de proyectos en cada oportunidad en que la votación deba realizarse en un día que no sea domingo.

No estoy diciendo que la Presidenta lo haya hecho con mala intención. Todo lo contrario, agradecemos que haya tomado en cuenta la petición de todos los partidos políticos para que esta elección no se realice un viernes, sino un domingo. 

Solicito que el diputado informante me aclare si existe la posibilidad de establecerlo de esa manera, claramente y de forma permanente, lo que permitiría a todo el mundo saber de antemano el día en que deberán realizarse las elecciones presidenciales y parlamentarias, así como la fecha de la segunda vuelta, en caso de ser necesaria.

Una norma como esa, que la considero más cuerda y positiva que la del proyecto en discusión, contaría con mi voto favorable.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Edmundo 
Eluchans.

El señor ELUCHANS.- Señor Presidente, seré muy breve.

En primer lugar, quiero reiterar que lo que se está sometiendo a consideración de la Sala es un proyecto aprobado en la Comisión de Constitución, que surgió de una indicación parlamentaria que sustituyó el mensaje presidencial, en el que se establece de manera permanente que las elecciones se llevarán a efecto en domingo. De manera tal que la norma recoge y resuelve la inquietud del señor diputado.

En segundo lugar, quiero hacer una pequeña precisión histórica.

Históricamente, la elección del Presidente de la República se llevaba a efecto el 4 de septiembre, sin importar el día en que cayera, mientras que las elecciones municipales y parlamentarias se realizaban en domingo.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.
El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, por su intermedio, aprovechando la buena disposición y conocimiento del diputado informante, pido que me aclare lo mencionado respecto del artículo 27 de la Constitución.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Edmundo 
Eluchans.

El señor ELUCHANS.- Señor Presidente, señalé que la indicación que presentamos varios parlamentarios se refería sólo a los artículos 26, 28 y 29. Pero, por una inadvertencia, no observamos que también en el artículo 27 había una referencia a los noventa días. Con el cambio de fecha, puede que en muchas oportunidades no se cumpla con el plazo de los noventa días. Por eso, he presentado una indicación, que será sometida a la consideración de la Sala, que en vez de hacer referencia a los 90 días, establece que el Congreso Pleno, reunido en sesión pública “el día en que deba cesar en su cargo el Presidente en funciones”, que pueden ser noventa días o más, por la norma que hemos modificado, que dice que si no es domingo, se efectuará el domingo siguiente.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ (don Marcelo).- Señor Presidente, el proyecto tiene un objetivo específico: evitar que en los próximos meses tengamos dos feriados que producirían un impacto en la actividad económica en el contexto de la crisis que estamos viviendo.

Hay un debate pendiente sobre el timing más adecuado para las elecciones de primera y segunda vuelta, el cual debe efectuarse en la tramitación de otros proyectos más genéricos, pero no en un año electoral. No es razonable hacerlo ad portas de una elección presidencial. Ahora podemos discutir esto más tranquilamente, porque lo que acordemos no regirá para el proceso electoral venidero.

Respaldamos la iniciativa por el impacto económico que produce y compartimos los fundamentos que se plantearon en la Comisión de Constitución. Además, fue refrendado por la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, quien vela por la buena marcha del país.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

El proyecto se votará al final del Orden del Día.

-Posteriormente, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto de reforma constitucional, iniciado en mensaje, que modifica transitoriamente la fecha de elección de Presidente de la República, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de setenta y un señores diputados y señoras diputadas en ejercicio.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 93 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Pérez San Martín Lily; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Chahuán 
Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda 
Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Escobar Rufatt Alvaro; Espinosa Monardes Marcos; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza 
Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; 
Lorenzini Basso Pablo; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza 
Moncada Fernando; Montes Cisternas 
Carlos; Moreira Barros Iván; Mulet 
Martínez Jaime; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz 
Novoa José Miguel; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas 
Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Salaberry Soto 
Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; 
Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Harboe Bascuñan Felipe; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa 
Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Vargas Lyng Alfonso; 
Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von 
Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe.

-Votó por la negativa el diputado señor Araya Guerrero Pedro.

-Se abstuvo el diputado señor Saffirio Suárez Eduardo.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- El diputado señor Edmundo Eluchans solicita la unanimidad de la Sala para considerar y votar una indicación que tiene por finalidad sustituir el inciso tercero del artículo 27 de la Constitución Política.

El señor Secretario va a dar lectura a la indicación.

El señor LOYOLA (Secretario).- La indicación es para sustituir el inciso tercero del artículo 27 de la Constitución Política de la República en los siguientes términos:

“El Congreso Pleno, reunido en sesión pública el día en que deba cesar en su cargo el Presidente en funciones y con los miembros que asistan, tomará conocimiento de la resolución en virtud de la cual el Tribunal Calificador proclama al Presidente electo”.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- ¿Habría acuerdo de la Sala para votar esa indicación?

Acordado.

Si le parece a la Sala, se dará por aprobado en particular el proyecto con la indica-



ción del diputado señor Eluchans y se dejará constancia de haberse alcanzado el quórum constitucional requerido.

Aprobado.

Despachado el proyecto.

CREACIÓN DEL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE, DEL SERVICIO DE EVALUACIÓN AMBIENTAL Y DE LA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE. Primer trámite constitucional.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente.

Diputada informante de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente es la señora Denise Pascal.

Antecedentes:

-Mensaje, Boletín N° 5947-12, sesión 47ª, en 3 de julio de 2008. Documentos de la Cuenta N° 1.

-Primeros Informes de las Comisiones de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente; de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural y de Hacienda. Documentos de la Cuenta N°s  14, 15 y 16 de esta sesión.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra la diputada informante.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, he tratado de resumir lo más posible el informe y reflejar fielmente su contenido, que se refiere a la creación de tres instituciones y a la reforma de la institucionalidad actual del medio ambiente.


Constancias reglamentarias previas.

Normas de quórum especial. Las siguientes disposiciones tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales:

En el ARTÍCULO PRIMERO, los artículos 72, 75, letra d), 76, 77, 78, 79, y 86.

En el ARTÍCULO SEGUNDO, los artículos 55, 56 y 57.

En el ARTÍCULO TERCERO, el número 23, que modifica el artículo 20 de la ley 19.300.

El ARTÍCULO SÉPTIMO, que modifica la ley orgánica constitucional de municipalidades.

No hay normas de quórum calificado.

Normas que requieren trámite de Hacienda: los artículos 70, letras l), r) y v); 80, 87 y 88 del ARTÍCULO PRIMERO; los artículos 8º, 9º, 14, 17, inciso final; 23, 45 y 46 del ARTÍCULO SEGUNDO, y los artículos segundo, cuarto y sexto transitorios.

Normas legales o reglamentarias que se propone modificar o que inciden directa o indirectamente en esta iniciativa legal.

Las normas legales que se propone modificar están señaladas en la página 9 y siguientes del informe, así como las relacionadas o que inciden en la iniciativa.

Cuestiones generales y previas a la discusión particular.

La idea matriz del proyecto es establecer una nueva institucionalidad en materia medio ambiental, la que estará conformada por un Ministerio del Medio Ambiente, un Servicio de Evaluación Ambiental y una Superintendencia del Medio Ambiente.

En los antecedentes y fundamentos del mensaje, se destaca que con este proyecto de ley se está dando cumplimiento al compromiso que el Gobierno adquirió en la tramitación de la ley Nº 20.173, que creó el cargo de ministro Presidente de la Conama, de dar inicio a la tramitación legislativa de esta iniciativa legal antes que finalizara el primer semestre de 2008.

En efecto, en la tramitación de dicho proyecto se firmó un acuerdo con la honorable Cámara de Diputados, en orden a asignar al primer ministro designado la tarea de formular y presentar al consejo directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente una propuesta de rediseño de la institucionalidad ambiental.

Siendo así, con este proyecto se plantea la necesidad de modernizar la gestión ambiental, haciéndola más ágil, eficiente y sujeta a rendición de cuentas, de tal manera de hacer frente de forma más preparada a los nuevos desafíos que ya estamos presenciando; por ejemplo, el cambio climático, la pérdida de la biodiversidad, la escasez de agua, la contaminación y la calidad de vida en las ciudades.

Por otra parte, se expresa que el ingreso de Chile a la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, Ocde, exigirá en esta materia el sometimiento permanente a escrutinio público de la idoneidad de las políticas ambientales, lo que obligará a actuar con seriedad y con criterios de eficiencia y calidad en la gestión ambiental. Pertenecer a la Ocde impondrá, en materia ambiental un elevado estándar a las políticas públicas y a la calidad del crecimiento.

La institucionalidad ambiental con la que contamos en la actualidad y su ley marco, Nº 19.300, sobre bases generales del medio ambiente, data de 1994.

Después de 14 años de funcionamiento y aplicación de la ley, es posible constatar que se han formulado algunas críticas a este diseño que, según el mensaje, dicen relación con los siguientes aspectos: Las dificultades que presenta una institución transversal en una administración pública vertical; la incomprensión jurídica y de gestión del concepto de coordinación; la intervención de la autoridad política en cuestiones que son eminentemente de decisión técnica; la existencia de asimetrías de información en diversos sentidos; a nivel regional, la institucionalidad ambiental ha sido contradictoria con el modelo transversal; la fiscalización es dispersa e inorgánica, lo cual genera muchos costos; la gestión local en materia ambiental es débil; la utilización de los instrumentos de gestión ha sido desequilibrada, y la normativa ambiental sectorial es, en gran medida, definida por cada sector.

Estas críticas justifican una revisión de este modelo, situación que ha sido abordada por los tres últimos gobiernos, los que han encargado diversos estudios sobre la materia.

Asimismo, la necesidad de reformar nuestra institucionalidad ambiental y mejorar sus instrumentos se refleja en las más de 80 iniciativas parlamentarias que en la actualidad existen en el Congreso Nacional como proyectos de ley sobre la materia.

Al revisar la legislación comparada, podemos percatarnos de que existe una gran cantidad de países que han organizado su institucionalidad ambiental en torno de un ministerio. En América Latina, Chile -y hasta poco tiempo, Perú- eran los únicos que no poseían una entidad ministerial. Por su parte, Estados Unidos de Norteamérica la ha estructurado sobre la base de una agencia.

Ahora bien, dentro del modelo ministerial, el mensaje reconoce que es posible encontrar grandes diferencias en los arreglos institucionales.

En relación con las razones para esta gran reforma, una de las principales causas que, según el mensaje, se tuvo en consideración, es la necesidad de racionalizar las competencias en materia medioambiental. 

El actual modelo de funcionamiento de la institucionalidad ambiental se basa principalmente en la coordinación de instituciones para la operación de instrumentos de gestión ambiental. Si se analiza la distribución de funciones regulatorias, normativas y fiscalizadoras para cada uno de los componentes ambientales, se desprende que en cada una de ellas tienen injerencia dos o más servicios públicos o ministerios sectoriales.

El rediseño busca racionalizar las competencias, de manera que sea una autoridad la que entregue las directrices normativas y regulatorias con respecto a la protección de los recursos ambientales, con lo cual se ordenarán las competencias sectoriales y se facilitará la coordinación al interior del aparato público.

Asimismo, se hace presente que es necesario que las políticas se resuelvan en un solo lugar y con responsables identificados, ya que la actual institucionalidad mantiene las competencias sectoriales, lo que genera que, al margen de los instrumentos de gestión ambiental, cada sector cree ejercer legítimamente competencias cuando decide políticas ambientales en su sector.

Por esta razón, es necesario identificar un responsable concreto y específico en las orientaciones del sector ambiental, permitiendo generar incentivos adecuados para incorporar criterios de política ambiental en otros ámbitos del sector público.

También es necesario disponer de un sistema que garantice integridad de la regulación ambiental, ya que como consecuencia del modelo vigente los diversos ministerios y servicios mantienen competencias normativas sustantivas en materia ambiental, ya que cada sector puede seguir dictando actos administrativos generales o específicos, referidos a materias ambientales sin contar con la participación de la autoridad ambiental. 

En el actual sistema se observa coordinación en el marco de los instrumentos de gestión ambiental y en la implementación de las normativas y regulaciones ambientales, pero no en la dictación de éstas ni en su implementación sectorial, lo cual genera ineficiencias regulatorias, falta de certeza e inadecuada fiscalización de las mismas y, en ocasiones, interpretaciones normativas contradictorias; genera incertezas, tanto en el sector público como en el sector privado, y su consecuencia más severa es la asimetría de información.

La existencia de distintos órganos con competencia en el área y que pueden y deben fiscalizar, trae como consecuencia una fiscalización fragmentada y que carece de la definición de adecuados programas de fiscalización, de metodologías públicamente conocidas, con incentivos al cumplimiento.

En síntesis, el modelo de fiscalización es altamente ineficiente, por lo que se hace necesario contar con una autoridad que unifique los criterios, procedimientos e incentivos de las normativas ambientales.

Contenido del proyecto. 

El proyecto de ley consta de diez artículos permanentes y siete transitorios.

Por el ARTÍCULO PRIMERO, se sustituye el Título Final de la ley Nº 19.300, por otro que crea el Ministerio del Medio Ambiente. 

Esta Secretaria de Estado será la encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia ambiental, así como en la protección y conservación de la diversidad biológica y de los recursos naturales renovables, promoviendo la integridad de la política ambiental y su regulación normativa.

Las competencias del Ministerio se pueden dividir en tres ámbitos:

a. Políticas y regulaciones ambientales generales, que incluye aquellas vinculadas a cuentas ambientales, biodiversidad y áreas protegidas.

b. Políticas y regulaciones para la sustentabilidad. Lo anterior implica que debe llegarse a los necesarios acuerdos con los sectores a cargo del fomento productivo, así como la promoción de convenios de colaboración con gobiernos regionales y municipalidades.

c. Políticas y regulaciones en materia de riesgo y medio ambiente.

El Ministerio estará compuesto por una subsecretaría, las secretarías regionales ministeriales de medio ambiente, el consejo consultivo nacional y los consejos consultivos regionales.

Asimismo, abordará, en sus divisiones, al menos las siguientes materias: regulación ambiental, información y economía ambiental, educación, participación y gestión local, recursos naturales y biodiversidad, cambio climático y cumplimiento de convenios internacionales y planificación y gestión. 

El Párrafo 5º, del Título Final, propone la creación del Servicio de Evaluación Ambiental, que será el continuador legal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente, Conama.

El Servicio de Evaluación Ambiental, que tendrá como función primordial administrar el sistema de evaluación de impacto ambiental, será un servicio público descentralizado y desconcentrado a nivel regional, y el continuador legal de la Conama.

Estará sujeto a un sistema de selección de alta dirección pública, a cargo de la administración del Seia, pero enfocándolo hacia el objetivo de mediano plazo, que es simplificar los permisos ambientales y proporcionar información adecuada para los proponentes y la comunidad.

Se fundamenta la creación de este Servicio porque se ha estimado como la medida más eficiente, ya que permitirá combinar los incentivos para la existencia de políticas y regulaciones y la decisión de proyectos concretos sin confundir los ámbitos de objetivos.

El ARTÍCULO SEGUNDO crea la Superintendencia del Medio Ambiente, como un servicio público descentralizado, cuyos cargos directivos serán provistos de acuerdo al sistema de alta dirección pública. El superintendente será nombrado de acuerdo a este sistema, por el Presidente de la República.

La Superintendencia tendrá competencias en la fiscalización de los siguientes instrumentos de gestión ambiental: 

a) Resoluciones de calificación ambiental.

b) Medidas de planes de prevención y descontaminación.

c) Normas de calidad y de emisión, cuando corresponda, y 

d) Planes de manejo de la ley Nº 19.300.

La fiscalización será realizada por la propia Superintendencia o por los órganos sectoriales, cuando corresponda. En todo caso, la Superintendencia podrá contratar las labores de inspección, verificación, mediciones y análisis del cumplimiento de las normas, condiciones y medidas de las resoluciones de calificación ambiental, planes de prevención y/o de descontaminación ambiental, de las normas de calidad ambiental y normas de emisión, cuando correspondan, y de los planes de manejo, cuando procedan, a terceros idóneos debidamente certificados.

Asimismo, la competencia de fiscalización de la Superintendencia se debe complementar con la de interpretación vinculante que realice en relación a las resoluciones de calificación ambiental, medidas de planes y normas de calidad y de emisión, considerando obligatoriamente los informes sectoriales.

Además, el proyecto regula un sistema de “evaluación y certificación de conformidad”, sometido a la disciplina y regulación de la Superintendencia y que sólo podrá ser realizado por sujetos certificados.

Finalmente, regula el sistema de denuncia ciudadana por incumplimiento, que habilita a la Superintendencia a investigar y se obliga a responder los resultados de la investigación. En todo caso, al denunciante se le da la calidad de interesado para todo el procedimiento administrativo respectivo.

Por otra parte, se contemplan medidas de incentivo al cumplimiento de las normas, al reconocer la facultad para que una vez ocurrido un incumplimiento y dentro del plazo de cinco días, el responsable se autodenuncie pudiendo, en razón de la entidad de la infracción y el daño, reducir el monto de la multa. En seguida, si iniciado un procedimiento sancionador el responsable presenta un plan de cumplimiento aprobado por la Superintendencia, el procedimiento se suspenderá hasta el total cumplimiento del plan, contemplando sanciones para el caso de incumplimiento del plan.

Asimismo, se establece un registro público de sanciones, en el cual se identificará a la empresa, a los responsables de la operación y el monto de la sanción.

En el procedimiento para establecer las responsabilidades y aplicar las sanciones, la Superintendencia tendrá las más amplias atribuciones para realizar sus tareas, las que incluyen:

a) Registros. 

b) Requerimiento permanente de información, y

c) Citación de cualquiera persona de las fuentes emisoras.

En el caso de aplicación de multas, se considerarán solidariamente responsables a la empresa y a sus responsables en la gestión de la misma.

También establece un único catálogo de sanciones para un conjunto de materias susceptibles de incumplimientos. 

Las infracciones se clasifican en leves, graves y gravísimas. Las sanciones pueden ser amonestación por escrito, multa de una a diez mil unidades tributarias anuales, clausura temporal o definitiva, y revocación de la resolución de calificación ambiental.

Además, se regula un único procedimiento sancionador, del cual es competente la Superintendencia, estableciendo dos reglas de compatibilidad sectorial. La primera es que ningún sector podrá instruir procedimientos sin que termine el de la Superintendencia. La segunda, es que no se puede sancionar dos veces por los mismos hechos y fundamentos jurídicos. Se faculta, además, a que antes y durante el procedimiento sancionador, se puedan ordenar medidas provisionales, tales como:

Medidas de corrección, seguridad o control que impidan la continuidad en la producción del riesgo o del daño; sellado de aparatos o equipos, clausura temporal, parcial o total, de las instalaciones; detención del funcionamiento de las instalaciones; suspensión temporal de la resolución de calificación ambiental, cualquiera sea la naturaleza de ésta, incluida la resolución de calificación ambiental, y ordenar programas de monitoreo y análisis específicos que serán de cargo del infractor.

Asimismo, se contempla y, por ende, se regula el plan de recuperación, el que debe ser evaluado por el Servicio de Evaluación Ambiental y aprobado por la Superintendencia. Ejecutado y aprobado el plan, no existirá acción por daño ambiental.

El ARTÍCULO TERCERO introduce modificaciones a la ley Nº 19.300, sobre bases generales del Medio Ambiente.

A decir del mensaje, con el objeto de ser consistente con los objetivos de la reforma, se propone modificar algunas normas de la ley Nº 19.300, y crear nuevos instrumentos.

En primer lugar, se crea la evaluación ambiental estratégica, EAE. Es el procedimiento realizado por el Ministerio sectorial respectivo, para que se incorporen las consideraciones ambientales del desarrollo sustentable al proceso de formulación e implementación de las políticas y planes de carácter normativo general, que tengan impactos sobre el medio ambiente o la sustentabilidad, de manera que ellas sean integradas en la dictación de la respectiva política y plan, y sus modificaciones sustanciales. 

Su objeto será anticipar los eventuales efectos ambientales adversos asociados o que puedan derivarse de la definición de una determinada política o plan y, de ese modo, considerar la prevención o mitigación de tales efectos o los mecanismos para evitar la generación de efectos ambientales acumulativos.

Las políticas y planes que se someterán a evaluación ambiental estratégica serán definidos voluntariamente por cada ministerio, siendo su aplicación obligatoria en el caso de los instrumentos de planificación territorial, que hasta ahora estaban sometidos al Seia, sistema que no es el adecuado para evaluar instrumentos tales como la planificación urbana. 

En segundo lugar, el rediseño de la institucionalidad supone algunas correcciones al sistema de evaluación de impacto ambiental, Seia, y otras que pueden ser de utilidad para mantener su vigencia como herramienta.

El mensaje hace presente que el Seia es uno de los más exitosos del mundo. Además, es el que menos plazos de tramitación puede exhibir en términos comparados y frente al cual se han realizado importantes esfuerzos de mejoramiento a nivel de gestión.

Por eso, la reforma busca mejorar algunos aspectos destinados a orientar adecuadamente su funcionamiento a lo que técnicamente le es requerido. Las modificaciones están relacionadas con los siguientes aspectos:

a) Aprobación de proyectos. La transformación de parte de la Conama en un servicio de evaluación ambiental, buscando la tecnificación y certeza para todos los interesados en la decisión de proyectos, ha significado ajustar la estructura de decisión.

Con la modificación propuesta, los proyectos o actividades serán evaluados y calificados por un comité de secretarios regionales ministeriales con competencia ambiental, presididos por el secretario regional ministerial del Medio Ambiente. De este modo, se garantizará un modelo de funcionamiento semejante al actual, de autorización integrada de funcionamiento, pero vinculado a los organismos con competencia ambiental.

En el caso de las reclamaciones en estudios de impacto ambiental, que hasta ahora conoce el Consejo Directivo de la Conama, integrado por catorce ministros, serán resueltas por un Comité de Ministros integrado por los titulares de los ministerios de Medio Ambiente, Salud, Economía, Fomento y Reconstrucción, Agricultura y Energía, de manera de permitir la inclusión de estos sectores en las reclamaciones, pero de un modo mucho más eficiente que la actual integración colegiada amplia.

A su vez, se permite que tanto en las reclamaciones en declaraciones como en estudios de impacto ambiental, quien decida pueda solicitar informes a expertos de reconocida calificación técnica y profesional con el objeto de ilustrar adecuadamente la decisión.

b) Incorporación de normas de eficiencia.

Se establecen algunas reglas, con el objeto de dar eficiencia al sistema: Se permite la tramitación electrónica del procedimiento, se explicita el rechazo de la declaración de impacto ambiental, DIA, o de la evaluación de impacto ambiental, EIA, por insuficiente información; se uniforman las reglas de silencio administrativo para las DIA y el EIA, con las de la ley Nº 19.880; se crea un registro público de resoluciones de calificación ambiental, RCA, administrado por la superintendencia; se prohíbe, en general, el fraccionamiento de proyectos o actividades con el propósito de variar el ingreso al sistema o el instrumento de evaluación, salvo las excepciones que se señalan; se obliga a los servicios sectoriales a comunicar a la Superintendencia la solicitud de cualquier permiso que pudiesen requerir ingresar al Seia; se establecen reglas de caducidad para las resoluciones de calificación ambiental que no han realizado actividades de inicio de ejecución de obras, y se prohíbe a las direcciones de obras municipales otorgar permisos de construcción definitivos si los proyectos o actividades no acreditan la dictación de una resolución de calificación ambiental favorable.

c) Participación ciudadana.

Por otra parte, se ha asumido una de las críticas habituales al actual modelo institucional por la falta o insuficiente participación ciudadana.

Con tal objeto, el proyecto obliga a someter a un nuevo proceso de participación a los estudios de impacto ambiental de los proyectos que, producto de las adendas, se han modificado sustantivamente, suspendiendo el plazo de tramitación con tal objeto, puesto que se considera que un sistema de participación ciudadana transparente, informado y público puede contribuir a una mejor calidad de las decisiones, y también a una adecuada gobernabilidad ambiental.

Por otra parte, se reconoce que una de las áreas ausentes de nuestras regulaciones en términos sustantivos, pero que forma parte de las materias vinculadas a la participación ciudadana, es el acceso a la información de contenido ambiental. Consecuentemente, se propone agregar un párrafo 3º bis, en el título I, que consagra este derecho y lo regula.

Con ese objeto, el proyecto declara pública toda la información de carácter ambiental que está en poder de la administración, que sirva de fundamento para la dictación de actos administrativos y que se refieran al estado de los componentes ambientales, así como de los factores que inciden en él y las medidas adoptadas; al establecimiento y administración de un sistema de información ambiental que considere un conjunto de información de acceso comprensible para los ciudadanos, y a la obligación de emitir periódicamente un informe del estado del medio ambiente y la calidad del mismo a nivel nacional, regional y local.

Finalmente, uno de los aspectos clave de este proyecto en el ARTICULO TERCERO es abordar los aspectos asociados a la biodiversidad, especialmente en las siguientes áreas: 

a. El ministerio, conjuntamente con el órgano que corresponda, aprobará los planes de manejo de la ley Nº 19.300. 

b. Una vez clasificada una especie, se podrán aprobar planes de recuperación, conservación y gestión de la especie.

c. Al ministerio le corresponderá supervigilar la elaboración del inventario de especies.

d. El ministerio tendrá competencia para proporcionar información con el objeto de elaborar las cuentas ambientales.

El ARTÍCULO CUARTO modifica el decreto Nº 430, de 1992, del Ministerio de Economía, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.892, ley general de Pesca y Acuicultura.

El ARTÍCULO QUINTO modifica la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales.

El ARTÍCULO SEXTO modifica el decreto ley Nº 1.939, de 1977, sobre adquisición, administración y disposición de Bienes del Estado.

En todos estos artículos se aborda el problema de las áreas silvestres protegidas.

En el mensaje se deja constancia de que Chile carece de un sistema integrado de regulación, clasificación y administración de áreas sujetas a protección oficial. En efecto, es una circunstancia conocida que la ley que ha servido de base a este respecto nunca ha entrado en vigencia, y esto por más de 20 años. En ese contexto, el sistema de áreas protegidas se basa en un conjunto de disposiciones dispersas, que dan origen a diversas denominaciones, que permiten sostener que, en la actualidad, existen más de veinte categorías de protección, lo que en ocasiones tiene efectos sobre la calidad de las políticas públicas en la materia.

Por estos motivos, el Ejecutivo ha dictado la política nacional de áreas protegidas, el plan de acción de corto plazo para los años 2007 y 2008 con el objeto de implementar la política nacional y, recientemente, se ha creado el Comité de Ministros para las Áreas Protegidas, presidido por la ministra del Medio Ambiente.

Se agrega que Chile debe avanzar hacia un sistema nacional e integrado de áreas protegidas, para lo cual es necesario hacerse cargo de un conjunto de aspectos que no son posibles abordar de manera simple.

En ese contexto, se ha optado por entregar las competencias sobre formulación de políticas y supervigilancia del sistema de áreas protegidas del Estado y privadas, respectivamente, al Ministerio de Medio Ambiente que se está creando. 

Por otro lado, en el ámbito institucional, se ha decidido modificar los estatutos de la Corporación Nacional Forestal, de manera de integrar al ministro de Medio Ambiente en su consejo directivo, y que esta corporación, en las materias asociadas a las áreas protegidas, se someta a las políticas definidas por el Ministerio de Medio Ambiente.

El ARTÍCULO SÉPTIMO introduce diversas modificaciones al artículo 20 de la ley Nº 18.965, orgánica constitucional de Municipalidades, a fin de establecer que la unidad de aseo y ornato pase también a desempeñar competencias ambientales a nivel local, tratando de reproducir los objetivos de política y gestión a nivel municipal.

La propuesta agrega como competencias las siguientes: Proponer y ejecutar medidas tendientes a materializar acciones y programas relacionados con medio ambiente; aplicar las normas ambientales a ejecutarse en la comuna, y elaborar el anteproyecto de ordenanza ambiental. Para la aprobación de la misma, el concejo podrá solicitar siempre un informe fundado del Ministerio del Medio Ambiente.

Finalmente, el ARTÍCULO OCTAVO introduce modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 294, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que establece las funciones y estructura del Ministerio de Agricultura.

El ARTÍCULO NOVENO modifica el Código de Aguas.

El ARTÍCULO DÉCIMO modifica el artículo 2º, de la ley Nº 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios, con el objeto de concretar las ideas matrices del proyecto.

Por su parte, los artículos transitorios regulan las siguientes materias:

El artículo primero establece los plazos en que entrarán en vigencia o que se deberán hacer los informes sobre el estado del medio ambiente a nivel nacional, regional y local; el sistema nacional de información ambiental, así como la ley que regulará los proyectos o actividades sometidos al sistema de evaluación ambiental.

El artículo segundo, en general, faculta al Presidente de la República para fijar la planta de personal del Ministerio del Medio Ambiente, del Servicio de Evaluación Ambiental y de la Superintendencia de Medio Ambiente.

El artículo tercero dispone que el Ministerio del Medio Ambiente y el Servicio de Evaluación Ambiental serán los continuadores legales de la Conama.

El artículo cuarto establece la imputación del mayor gasto que derive de las nuevas plantas y su límite.

El artículo quinto faculta al Presidente de la República para nombrar, en forma transitoria y provisional, al superintendente del Medio Ambiente, mientras se efectúa la selección.

El artículo sexto expresa que el Presidente de la República formará el primer presupuesto del Ministerio, de la Superintendencia del Medio Ambiente y del Servicio de Evaluación Ambiental.

El artículo séptimo establece que los procedimientos de fiscalización y los sancionatorios iniciados con anterioridad a la vigencia de la ley seguirán tramitándose conforme a sus normas, hasta su total terminación.

Durante el estudio en general del proyecto, la Comisión recibió una serie de invitados, representantes de distintos sectores de la sociedad: académicos, centros académicos independientes, empresarios, organizaciones no gubernamentales, etcétera, muchos de los cuales siguieron la tramitación del proyecto durante todas las sesiones, puesto que eran abiertas al público y transmitidas por el canal de televisión de la Cámara de Diputados.

Entre otros, podemos mencionar: la ministra presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, Ana Lya Uriarte, y sus asesores Luis Cordero y Ximena Insunza, quienes participaron en todo el proceso de tramitación del proyecto; representantes de la Fundación Terram, el Instituto de Ecología Política, el Instituto Libertad y Desarrollo, el Centro de Estudios Públicos (CEP), el Instituto de Estudios Urbanos y Territoriales de la Universidad Católica, la Cámara Chilena de la Construcción, Chile Sustentable, la Sociedad de Fomento Fabril (Sofofa), el Consejo Minero, Greenpeace Chile, Fundación Chile 21, Fondo Mundial para la Conservación -WWF, por su sigla en inglés-, Oceana, Sociedad Chilena de Arqueología, Centro de Derecho Ambiental de la Universidad de Chile, Instituto Libertad; Sociedad Nacional de Minería (Sonami); Jorge Bermúdez, profesor de Derecho Administrativo Ambiental de la Universidad Católica de Valparaíso, y Arturo Fermandois, profesor de Derecho Constitucional de la Pontificia Universidad Católica de Chile. La opinión de cada uno de ellos se la puede analizar con detalle en el informe que cada uno de los señores diputados tiene a su disposición. 

Valoramos la participación de todas estas instituciones que fueron recibidas en audiencias públicas en la Comisión, lo cual posibilitó que diversas organizaciones gremiales, no gubernamentales y centros de estudios nos dieran a conocer su opinión sobre el proyecto de ley.

Por otra parte, me parece importante mencionar que, con fecha 8 de septiembre de 2008, la Comisión de Recursos Naturales, en conjunto con la Conama y la Universidad de Chile, organizó un foro relativo a esta nueva institucionalidad ambiental, el que tuvo una concurrencia masiva, ya que asistieron más de 120 personas. Tuvimos expositores y comentaristas de gran nivel, como Sara Larraín, Ana Luisa Covarrubias, Rodolfo Camacho, Mario Galindo, Alejandro Ferreiro, Fernando Dougnac, Jaime 
Dinamarca, entre otros, cuyas exposiciones y opiniones también fueron consideradas por la Comisión para efectos de la discusión de la iniciativa. 

También cabe destacar que tanto esta diputada, en calidad de Presidenta de la Comisión de Recursos Naturales durante el tiempo de tramitación de este proyecto, como otros diputados integrantes de la Comisión participamos activamente en diversos foros y seminarios que se realizaron, principalmente en el mundo académico, con el objeto de analizar esta nueva institucionalidad ambiental, como, por ejemplo, los diálogos participativos y talleres que realizó el Centro de Derecho Ambiental de la Universidad de Chile, que, además, colaboró permanentemente con la Comisión.

Una vez finalizadas todas las audiencias, el Ejecutivo manifestó su total disposición para recoger una serie de propuestas presentadas por los diferentes invitados, lo que finalmente se hizo, según tendremos oportunidad de constatar más adelante, cuando explique cómo quedó redactado finalmente el proyecto y los cambios que se fueron suscitando en su articulado. 

Por su parte, los diputados integrantes de la Comisión valoramos los planteamientos realizados por la ministra presidenta de la Conama, así como su disposición para acoger los planteamientos realizados durante el estudio general del proyecto.

Asimismo, algunos señores diputados hicieron presente sus dudas respecto de la eficiencia de tramitar de manera conjunta las tres partes fundamentales del proyecto de ley -esto es, Ministerio, Servicio de Evaluación Ambiental y Superintendencia-, que, si bien tienen objetivos afines, son, a la vez, distintos. Por ello, se mostraron partidarios de solicitar la división del proyecto en dos iniciativas legales, opción que finalmente fue desechada por cuanto estuvieron contestes en el hecho de que el proyecto se sustenta en la complementación de las competencias y en los dichos de la ministra, en el sentido de que con este proyecto de ley se da cumplimiento a un compromiso del programa de gobierno, el que, además, era compartido por los otros candidatos presidenciales, amén de que no existe una razón de peso para justificar la priorización de un proyecto por sobre otro.

Votación en general del proyecto.

En definitiva, la Comisión, que compartió los objetivos y fundamentos proporcionados en el mensaje y los entregados durante la discusión general del proyecto de ley, procedió a aprobar la idea de legislar por la unanimidad de los diputados presentes, señores Accorsi, don Enrique; Chahuán, don Francisco; Escobar, don Álvaro; Espinosa, don Marcos; Girardi Brieri, don Guido; León, don Roberto; Palma, don Osvaldo; Sepúlveda, don Roberto; Vallespín, don Patricio, y la diputada que habla. 

Discusión particular del proyecto.

Los epígrafes de los títulos y párrafos fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes, sin enmiendas.

Respecto del articulado, y como es de suponer para un proyecto de esta envergadura, se presentaron una serie de indicaciones por parte de todos los diputados integrantes de la Comisión y del Ejecutivo. Como es imposible explayarse sobre todas las indicaciones presentadas, así como sobre las que finalmente fueron aprobadas o rechazadas, en consideración al tiempo previsto para este debate y atendido el hecho de que todos tenemos en nuestro poder el completo informe con el detalle de cada una de ellas, me remitiré a informar sobre el contenido final del proyecto, para luego exponer, a modo de síntesis, los principales cambios que experimentó el proyecto original en relación con el que comenzaremos a debatir en esta Sala.

Contenido final del proyecto aprobado por la Comisión.

El proyecto de ley se sustenta en la creación de tres grandes instituciones: el Ministerio del Medio Ambiente, la Superintendencia del Medio Ambiente y el Servicio de Evaluación Ambiental.

Además, se hace una serie de adecuaciones a la ley Nº 19.300, a fin de hacerla compatible con esta nueva institucionalidad, y también se reforman algunos artículos de otros cuerpos legales. 

Ministerio del Medio Ambiente.

Se crea esta nueva cartera mediante la sustitución, en la ley Nº 19.300, sobre bases generales del medio ambiente, del título final, que hoy corresponde a la Comisión Nacional del Medio Ambiente, Conama, por un título que reza de la siguiente manera: “Del Ministerio del Medio Ambiente”.

Los aspectos a destacar son los siguientes:

1. Se crea el Ministerio del Medio Ambiente como una secretaria de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia ambiental, así como en la protección y conservación de la diversidad biológica y de los recursos naturales renovables, promoviendo el desarrollo sustentable, la integridad de la política ambiental y su regulación normativa (artículo 69).

Se cuentan entre sus principales funciones (artículo 70): 

-Proponer las políticas ambientales e informar periódicamente sobre sus avances y cumplimientos.

-Proponer las políticas, planes, programas y normas, y supervigilar el Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado, que incluye parques y reservas marinas, así como los santuarios de la naturaleza, y supervisar el manejo de las áreas protegidas de propiedad privada.

-Proponer las políticas, planes, programas, normas y supervigilar las áreas marinas costeras protegidas de múltiples usos.

-Velar por el cumplimiento de las convenciones internacionales en que Chile sea parte en materia ambiental.

-Colaborar con los ministerios sectoriales en la formulación de los criterios ambientales que deben ser incorporados en la elaboración de sus políticas, evaluaciones ambientales estratégicas y procesos de planificación, así como en la de sus servicios dependientes.

-Colaborar con los organismos competentes en la formulación de las políticas ambientales para el manejo, uso y aprovechamiento sustentable de los recursos naturales renovables.

-Proponer políticas y formular normas, planes y programas en materia de residuos y suelos contaminados, así como la evaluación del riesgo de productos químicos, organismos genéticamente modificados y otras sustancias que puedan afectar el medio ambiente.

-Proponer políticas y formular los planes, programas y planes de acción en materia de cambio climático. 

-Proponer políticas y formular planes, programas y acciones en materia de recuperación y conservación de los recursos genéticos.

-Elaborar y ejecutar estudios y programas de investigación, protección y conservación de la biodiversidad.

-Elaborar los estudios necesarios y recopilar toda la información disponible para determinar la línea de base ambiental del país y la capacidad de carga de las distintas cuencas ambientales del país.

-Coordinar el proceso de generación de las normas de calidad ambiental, de emisión y de planes de prevención.

-Elaborar, cada cuatro años, informes sobre el estado del medio ambiente a nivel nacional, regional y local. 

-Interpretar administrativamente las normas de calidad ambiental y de emisión, los planes de prevención y/o de descontaminación, previo informe del o de los organismos con competencia en la materia específica y de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, podrá solicitar a los distintos servicios informes sobre los criterios utilizados y, además, podrá uniformar estos últimos. 

-Administrar un registro de emisiones y transferencias de contaminantes, en el cual se registrará y sistematizará, por fuente o agrupación de fuentes de un mismo establecimiento, la naturaleza, caudal y concentración de emisiones de contaminantes que sean objeto de una norma de emisión, y la naturaleza volumen y destino de los residuos sólidos generados que señale el reglamento. En algunos casos, el Registro sistematizará y estimará el tipo, caudal y concentración total y por tipo de fuente, de las emisiones que no sean materia de una norma de emisión vigente. 

-Establecer un sistema de información sobre el cumplimiento y aplicación de la legislación vigente en materia ambiental.

-Establecer convenios de colaboración con gobiernos regionales y municipalidades.

-Participar en el procedimiento de evaluación ambiental estratégica de las políticas y planes que promuevan los diversos órganos de la Administración, de conformidad a lo señalado en la presente ley en tramitación.

-Generar y recopilar la información técnica y científica precisa para la prevención de la contaminación y la calidad ambiental.

-Administrar la información de los programas de monitoreo de calidad del aire, agua y suelo, proporcionada por los organismos competentes.

-Financiar proyectos y actividades orientados a la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza, la conservación del patrimonio ambiental, la educación ambiental y la participación ciudadana.

-Realizar y fomentar capacitación y actualización técnica a los funcionarios públicos en materias relacionadas con las funciones encomendadas al Ministerio.

-Crear y presidir comités y subcomités operativos formados por representantes de los ministerios, servicios y demás organismos competentes.

-Fomentar y facilitar la participación ciudadana en la formulación de políticas y planes, normas de calidad y de emisión en el proceso de evaluación ambiental estratégica de las políticas, planes y programas de los ministerios sectoriales.

-Asumir todas las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

En virtud del artículo 72, se crea un Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, que será presidido por el ministro del Medio Ambiente e integrado por los ministros de Hacienda, de Salud, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería y de Planificación.

Las principales funciones y atribuciones del Consejo serán las siguientes:

-Proponer al Presidente de la República las políticas para el manejo, uso y aprovechamiento sustentable de los recursos naturales renovables, y los criterios de sustentabilidad que deben ser incorporados en la elaboración de las políticas y procesos de planificación de los ministerios, así como en la de sus servicios dependientes y relacionados.

-Proponer al Presidente de la República la creación de las Áreas Protegidas del Estado, que incluye parques y reservas marinas, así como los santuarios de la naturaleza y de las áreas marinas costeras protegidas de múltiples usos.

-Proponer al Presidente de la República las políticas sectoriales que deben ser sometidas a evaluación ambiental estratégica.

Los acuerdos del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad serán obligatorios para los organismos de la Administración del Estado a los cuales estén dirigidos, incurriendo en responsabilidad administrativa los funcionarios que no den cumplimiento a los mismos.

Los artículos 75 y siguientes se refieren a la organización del Ministerio, que será la siguiente: el ministro del Medio Ambiente, el subsecretario, las secretarías regionales ministeriales del Medio Ambiente y el Consejo Consultivo Nacional y los consejos consultivos regionales.

Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, las que deberán contemplar, a lo menos, las siguientes materias: regulación ambiental; información y economía ambiental; educación, participación y gestión local; recursos naturales y biodiversidad; cambio climático y cumplimiento de convenios internacionales, y planificación y gestión.

En relación con las secretarías regionales ministeriales, habrá una por cada región del país y tendrán como funciones principales:

-Ejercer en lo que les corresponda las competencias del Ministerio.

-Asesorar al gobierno regional para la incorporación de los criterios ambientales en la elaboración de los planes y de las estrategias de desarrollo regional, y

-Colaborar con los municipios respectivos en materia de gestión ambiental.

Respecto del Consejo Consultivo Nacional, éste será presidido por el ministro del Medio Ambiente e integrado por:

-Dos científicos, propuestos en quina por el Consejo de Rectores de las universidades chilenas;

-Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro que tengan como función la protección del medio ambiente;

-Dos representantes de centros académicos independientes que estudien o que se ocupen de materias ambientales;

-Dos representantes del empresariado, propuestos en quina por la organización empresarial de mayor representatividad en el país;

-Dos representantes de los trabajadores, propuestos en quina por la organización sindical de mayor representatividad en el país, y

-Un representante del Presidente de la República.

Los consejeros serán nombrados por el Presidente de la República, por un período de dos años, el que podrá prorrogarse por una sola vez. El funcionamiento del Consejo será establecido por un reglamento.

Por otra parte, en cada región, existirá un Consejo Consultivo Regional del Medio Ambiente, que estará integrado por:

-Dos científicos;

-Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro que tengan por objeto la protección o el estudio del medio ambiente;

-Dos representantes del empresariado;

-Dos representantes de los trabajadores, y

-Un representante del ministro del Medio Ambiente.

Los consejeros serán nombrados por el intendente, a proposición del secretario regional ministerial del Medio Ambiente, previa consulta a las respectivas organizaciones o sindicatos más representativos de la región. Respecto de los científicos, serán propuestos por las universidades o institutos profesionales establecidos en la región. Si no los hubiere, los designará libremente el intendente regional.

Los consejeros durarán en sus funciones un período de dos años, el que podrá prorrogarse por una sola vez. 

Servicio de Evaluación Ambiental.

Este servicio está regulado en el Párrafo 6º del Título correspondiente al Ministerio del Medio Ambiente y definido como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica, patrimonio propios, y sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio del Medio Ambiente (artículo 81).

El Servicio estará afecto al sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley Nº 19.882.

El artículo 82 se refiere a sus principales funciones, entre las que se cuentan las siguientes:

-Administración del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental;

-Administrar un sistema de información sobre permisos y autorizaciones de contenido ambiental;

-Administrar un sistema de información de líneas de bases de los proyectos sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental; 

-Uniformar los criterios, requisitos, condiciones, antecedentes, certificados, trámites, exigencias técnicas y procedimientos de carácter ambiental que establezcan los ministerios y demás organismos del Estado competentes, mediante el establecimiento, entre otros, de guías trámite;

-Proponer la simplificación de trámites para los procesos de evaluación o autorizaciones ambientales;

-Administrar un registro de consultores certificados para la realización de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental, de carácter informativo;

-Interpretar administrativamente las Resoluciones de Calificación Ambiental, previo informe del o de los organismos con competencia en la materia específica que participaron en la evaluación, del Ministerio y la Superintendencia del Medio Ambiente, según corresponda, y

-Fomentar y facilitar la participación ciudadana en la evaluación de proyectos, de conformidad a lo señalado por la ley.

El artículo 84 se refiere a la administración y dirección superior del Servicio, que estará a cargo de un Director Ejecutivo, quien será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación legal. Le corresponderán las siguientes funciones principales:

-Administración superior del Servicio;

-Requerir de los organismos del Estado la información y antecedentes que estime necesarios y que guarden relación con sus respectivas esferas de competencia;

-Designar y contratar personal y poner término a sus servicios;

-Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines del Servicio;

-Adquirir y administrar bienes muebles, así como celebrar los actos o contratos que sean necesarios para tal cumplimiento;

-Conocer el recurso de reclamación, de conformidad con lo señalado en el artículo 20 de la presente ley;

-Delegar parte de sus funciones y atribuciones en funcionarios del Servicio;

-Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio y conferir poder a abogados habilitados para el ejercicio de la profesión, aun cuando no sean funcionarios del Servicio, con las facultades de ambos incisos del artículo 7º del Código de Procedimiento Civil.

El Servicio de Evaluación Ambiental se desconcentrará territorialmente, a través de las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental. En cada región del país, habrá un Director Regional, que representará al Servicio y será nombrado por el Director Ejecutivo, mediante el sistema de Alta Dirección Pública.

La evaluación y calificación de los proyectos se hará por una Comisión de Seremis (artículo 86), presidida por el Seremi del Medio Ambiente e integrada por los seremis de Salud, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería, de Planificación y por el Director Regional del Servicio, quien actuará como secretario.

Además, las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental conformarán un comité técnico, integrado por el Seremi del Medio Ambiente, que lo presidirá; por el director regional de Evaluación Ambiental, por los directores regionales de los servicios públicos que tengan competencia en materia de medio ambiente, incluido el gobernador marítimo correspondiente, y por el Consejo de Monumentos Nacionales. Este comité elaborará un acta de evaluación de cada proyecto que será de libre acceso para los interesados.

El procedimiento de calificación o rechazo de los proyectos deberá ajustarse a lo señalado en los artículos 9º, 9º bis y 9º ter de esta ley, que analizaremos cuando discutamos las modificaciones a la ley Nº 19.300.

Superintendencia del Medio Ambiente.

Se crea la Superintendencia del Medio Ambiente (artículo 1º de la ley orgánica que se crea), como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente.

La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, que estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública. Además, estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República.

La Superintendencia tendrá por objeto ejecutar, organizar y coordinar el seguimiento y fiscalización de las resoluciones de calificación ambiental, de las medidas de los planes de prevención y/o de descontaminación ambiental, del contenido de las normas de calidad ambiental y normas de emisión, y de los planes de manejo, cuando corresponda, y de todos los otros instrumentos de carácter ambiental que establezca la ley.

Se aclara que los organismos sectoriales que cumplan funciones de fiscalización ambiental conservarán sus competencias y potestades de fiscalización en todas las materias e instrumentos que no sean de competencia de la Superintendencia, pero deberán adoptar y respetar todos los criterios que la Superintendencia establezca en relación con la forma de ejecutar las actuaciones de fiscalización, pudiendo solicitar a ésta que se pronuncie al respecto. 

El artículo 3º establece que la Superintendencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

-Fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas, condiciones y medidas establecidas en las resoluciones de calificación ambiental.

-Velar por el cumplimiento de las medidas e instrumentos establecidos en los planes de prevención y/o de descontaminación ambiental.

-Contratar las labores de inspección, verificación, mediciones y análisis del cumplimiento de las normas, condiciones y medidas de las resoluciones de calificación ambiental.

-Exigir, examinar y procesar los datos, muestreos, mediciones y análisis que los sujetos fiscalizados deban proporcionar.

-Suspender transitoriamente las autorizaciones provisorias de inicio del proyecto o actividad y autorizaciones de funcionamiento contenidas en las resoluciones de calificación ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias para el resguardo del medio ambiente cuando la ejecución u operación de un proyecto o actividad genere un daño grave e inminente para el medio ambiente, como consecuencia de incumplimientos graves de las normas y condiciones previstas en dichas resoluciones. 

Esta medida que sólo podrá ser decretada mediante resolución fundada, previa notificación al afectado, deberá ser temporal, proporcional a la magnitud del daño que se busque prevenir y cesará de pleno derecho una vez que cese el riesgo de daño grave e inminente o si habiendo transcurrido cinco días desde que se decretaron no se haya notificado al afectado sobre el inicio de un procedimiento sancionador, cuando corresponda.

El Superintendente del Medio Ambiente será el jefe de servicio y será nombrado por el Presidente de la República. 

A las oficinas regionales les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que, siendo de competencia de la Superintendencia, les sean delegadas por el superintendente. 

El personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe.

Para el desarrollo de las actividades de fiscalización ambiental, la Superintendencia deberá establecer, anualmente, los programas y subprogramas que se mencionan en el artículo 16.

Las actividades de fiscalización se ceñirán a los programas y subprogramas definidos, sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia para disponer la realización de inspecciones no consideradas en aquéllos, en caso de denuncias o reclamos y en los demás en que tome conocimiento, por cualquier medio, de incumplimientos o infracciones de su competencia.

Las inspecciones, mediciones y análisis podrán ser ejecutadas por la Superintendencia, como también encomendadas a los organismos sectoriales, cuando corresponda.

La Superintendencia tendrá una serie de facultades, a fin de permitir una adecuada inspección y fiscalización.

El artículo 31 establece que la Superintendencia administrará un Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental, que se conformará con una serie de antecedentes y datos.

El artículo 38 dispone que las infracciones cuyo conocimiento compete a la Superintendencia podrán ser objeto de las siguientes sanciones:

-Amonestación por escrito;

-Multa de cinco a cincuenta mil unidades tributarias anuales;

-Clausura temporal o definitiva, y

-Revocación de la resolución de calificación ambiental.

El artículo 41 del proyecto considera la figura de la autodenuncia.

El artículo 42 dispone que, iniciado un procedimiento sancionatorio, el infractor podrá presentar, en el plazo de cinco días contados desde el acto que lo incoa, un programa de cumplimiento. 

El artículo 43 establece que, sin perjuicio de las sanciones administrativas que se le imponga, el infractor que haya ocasionado un daño ambiental estará obligado a reponer el medio ambiente o uno o más de sus componentes a una calidad similar a la que tenían con anterioridad al daño causado, o en caso de no ser ello posible, restablecer sus propiedades básicas. 

El artículo 44 preceptúa que las sanciones administrativas aplicadas de conformidad a esta ley, prescribirán a los tres años desde la fecha en que la respectiva resolución sancionatoria haya quedado a firme. 

El artículo 45 dispone que las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multa tendrán mérito ejecutivo.

El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal.

Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legalmente o que actúen en su nombre serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.

De acuerdo con el artículo 47, el procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio, a petición del órgano sectorial o por denuncia.

El artículo 48 establece que cuando se haya iniciado el procedimiento sancionatorio, el instructor del procedimiento, con el objeto de evitar el daño inminente al medio ambiente o a la salud de las personas, podrá solicitar al Superintendente la adopción de alguna o algunas medidas provisionales.

El artículo 55 dispone que en contra de las resoluciones de la Superintendencia que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición, en el plazo de cinco días hábiles contados desde el día siguiente al de la notificación de la resolución.

El plazo para resolver cada uno de estos recursos será de treinta días hábiles.

El artículo 58 dispone que la Superintendencia deberá consignar las sanciones aplicadas en un registro público.

El artículo 60 aplica el principio del non bis in idem, es decir, nadie puede ser sancionado dos veces por el mismo hecho. 

Adecuaciones a la ley Nº 19.300, sobre bases generales de la Medio Ambiente.

El ARTÍCULO TERCERO del proyecto introduce una serie de modificaciones a la ley Nº 19.300, sobre bases generales del Medio Ambiente, a fin de hacerla compatible con la nueva institucionalidad. 

Se introducen nuevos conceptos por medio del artículo 2º.

Además, se hace una serie de adecuaciones de forma dentro del articulado del proyecto, para reemplazar las siguientes expresiones: Comisión Nacional del Medio Ambiente, Conama, por el Servicio de Evaluación Ambiental, que será su continuador legal; la Dirección Ejecutiva de la Conama por el Director del Servicio de Evaluación Ambiental y las Comisiones Regionales del Medio Ambiente por las Comisiones de Evaluación de Seremis.

Se agrega un nuevo Párrafo, De la Evaluación Ambiental Estratégica, señalándose que se someterán a ella las políticas y planes de carácter normativo general.

En relación con la regulación legal del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, se incorporan los siguientes cambios en la materia:

La administración de este Sistema corresponderá al Servicio de Evaluación Ambiental.

Las declaraciones o estudios de impacto ambiental deberán presentarse ante la Comisión de Evaluación compuesta por los Seremis señalados en el artículo 86 del ARTÍCULO PRIMERO del proyecto.

Para efectos de calificar o rechazar un proyecto o actividad sometido al sistema, se establece la obligación para la Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo, en su caso, de hacerlo sólo en virtud del informe consolidado de evaluación.

El artículo 10, que se modifica por medio del numeral 7 del ARTÍCULO TERCERO señala los proyectos o actividades que deben someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental. Su letra h) exime de esta obligación a los planes regionales de desarrollo urbano, planes intercomunales, planes reguladores comunales y planes seccionales.

Se incorpora el principio de la unicidad en la evaluación de los proyectos.

Se elimina la figura de la autorización provisoria y el seguro por daño ambiental. Sin embargo, cuando el estudio de impacto ambiental se refiere a proyectos o actividades que deban ser implementados de manera urgente para atender necesidades impostergables derivadas de calamidades públicas, así como a servicios que no puedan paralizarse sin serio perjuicio para el país, el plazo de evaluación se reducirá a la mitad, es decir, de 120 a 60 días.

En el caso de declaraciones de impacto ambiental, DIA, se establece la misma posibilidad para la hipótesis de hecho ya mencionada, y también en el caso de requerir el respectivo proyecto o actividad un estudio de impacto ambiental. En el caso de las DIA, la resolución sólo puede pronunciarse dentro de los primeros treinta días.

Se introducen cambios respecto de la participación ciudadana en los estudios y declaraciones de impacto ambiental, que se encuentran en los artículos 27 y siguientes.

-Se incorpora la obligación de establecer los mecanismos que aseguren la participación informada de la comunidad en el proceso de calificación de las declaraciones de impacto ambiental, cuando corresponda.

-Se agrega la obligación de publicar en las mismas condiciones que rigen para la publicación del extracto del estudio de impacto ambiental, todas las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones de que haya sido objeto. La misma obligación se contempla respecto de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones de una declaración de impacto ambiental.

-Se amplía la facultad de imponerse del contenido del estudio y formular observaciones, a cualquier persona, natural o jurídica, y ya no sólo a las organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, por intermedio de sus representantes, y a las personas naturales directamente afectadas.

-Se deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, por el plazo de treinta días, en caso de que durante el proceso de evaluación, el estudio de impacto ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente el proyecto.

-Las observaciones efectuadas se considerarán como parte del proceso de calificación.

-Se contempla la apertura de un proceso de participación ciudadana por el plazo de veinte días en los proyectos cuyas declaraciones de impacto ambiental se presenten a evaluación.

Otras modificaciones que introduce el proyecto de ley a diversos cuerpos legales.

A la ley orgánica constitucional de Municipalidades.

A la ley que establece las funciones y estructura del Ministerio de Agricultura.

Al Código de Aguas, para agregar que un reglamento, que deberá llevar la firma de los ministros del Medio Ambiente y de Obras Públicas, determinará los criterios en virtud de los cuales se establecerá el caudal ecológico mínimo.

Artículos transitorios.

Los artículos transitorios del primero al séptimo no sufrieron modificación alguna durante su tramitación en la Comisión, de tal manera que se mantienen tal como fueron explicados en un comienzo de esta intervención.

Por indicación del Ejecutivo, se agregó un artículo octavo transitorio, que establece que dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley los Ministros del Medio Ambiente y de Agricultura deberán formular y presentar al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad una propuesta de rediseño de la institucionalidad en materia de biodiversidad y áreas protegidas, así como en el ámbito forestal.

Principales modificaciones al proyecto. 

Ministerio del Medio Ambiente.

Se trasladan a las funciones del Ministerio y a las del Servicio de Evaluación Ambiental, según corresponda, las de naturaleza interpretativa, que en un principio estaban establecidas como funciones o atribuciones de la Superintendencia, lo que fue criticado por varias organizaciones que participaron de las audiencias públicas.

Dentro de la normativa del Ministerio, se agrega un nuevo párrafo que establece el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad.

Superintendencia del Medio Ambiente

Se precisa que los organismos sectoriales que cumplan funciones de fiscalización ambiental conservarán sus competencias y potestades de fiscalización en todas las materias e instrumentos que no sean de competencia de la Superintendencia.

Dentro de las facultades de la Superintendencia, se precisa la que consiste en suspender transitoriamente las autorizaciones provisorias y las Resoluciones de Calificación Ambiental, RCA.

Respecto de la solicitud al Servicio para decretar la caducidad de una RCA, se amplió el plazo de 3 a 6 años.

En cuanto a los programas y subprogramas de fiscalización, se precisó que, si bien éstos deberán publicarse al finalizar el año respectivo, las metodologías y guías de fiscalización aprobadas por la Superintendencia serán de conocimiento público.

Dentro de las infracciones por las que podrá sancionar la Superintendencia, se incorporó como de naturaleza gravísima los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que hayan causado cualquier tipo de daño en los recursos naturales pertenecientes a áreas silvestres protegidas del Estado.

En cuanto a la sanción de multa, se modificó la expresión “de una a diez mil unidades tributarias anuales”, que contemplaba el proyecto original, por “de cinco a cincuenta mil unidades tributarias anuales”. Consecuentemente con ello, se modificó también el rango de la multa que puede aplicarse según la infracción, sea gravísima, grave o leve (artículos 38 y 39).

Asimismo, se modificó la figura de la autodenuncia.

Se precisó que las medidas provisionales que puede adoptar el Superintendente en el marco de un procedimiento sancionador, deberán ser ordenadas con fines exclusivamente cautelares, y con el objeto de evitar daño inminente al medio ambiente o a la salud de las personas. 

El recurso de reclamación en contra de las resoluciones de la Superintendencia, antes tenía un plazo para su interposición de 10 días hábiles, y ante la Corte de Apelaciones respectiva. Ahora, el plazo es de 15 días hábiles, y ante el juez de letras en lo civil correspondiente al domicilio del reclamante. 

En el artículo 60 de la ley se consagra expresamente el principio non bis in idem, al establecer que en ningún caso se podrá aplicar al infractor, por los mismos hechos y fundamentos jurídicos, dos o más sanciones administrativas.

Modificaciones a la ley Nº 19.300.

En el marco de la evaluación ambiental estratégica, se establece que uno de los aspectos a considerar es el relacionado con la forma de participación del público interesado. Vía indicación aprobada, se agrega que el reglamento considerará la participación ciudadana en sus tres dimensiones: informativa, consultiva y resolutiva.

En el artículo 10, que contiene la lista de proyectos o actividades que deben someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental, se agregan los proyectos de desarrollo, cultivo o explotación, en las áreas mineras, agrícolas, forestales e hidrobiológicas que utilicen organismos genéticamente modificados.

Se crea un nuevo artículo 12 bis, en el que se establecen las materias que debe considerar una Declaración de Impacto Ambiental.

Se incorpora un nuevo artículo 13 bis, por medio del cual se establece la obligación de informar sobre cualquier negociación llevada a cabo con el objeto de acordar medidas de compensación o mitigación ambiental, y se aclara que ellas no serán vinculantes para la calificación ambiental. 

En materia de participación ciudadana, se contemplan normas que no traía el proyecto original.

Artículos transitorios.

Mediante el artículo 8º transitorio, nuevo, se estableció la obligación de que, dentro del plazo de un año desde la publicación de la ley, los ministros del Medio Ambiente y de Agricultura formulen y presenten al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad una propuesta de rediseño de la institucionalidad en materia de biodiversidad y áreas protegidas, así como en el ámbito forestal.

Esta fue una de las materias que logró mayor consenso transversal, y que el Ejecutivo recogió e incorporó por medio de una indicación que se aprobó en la Comisión.

Señor Presidente, he tratado de resumir lo más posible el informe. Agradezco la atención de los colegas.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Para rendir el informe de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, tiene la palabra el diputado señor José Pérez.

El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural viene en informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, originado en mensaje, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente.

 Se hace constar que en la sesión 99ª, de fecha 31 de marzo de 2009, se hizo presente la urgencia con calificación de “suma”.

Durante su análisis, la Comisión contó con la asistencia del subsecretario de Agricultura, don Reinaldo Ruiz; del fiscal de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, Odepa, don Mauricio Caussade, y de los asesores jurídicos don Luis Cordero y doña Ximena Insunza, además de la presencia permanente de don Dionisio Faulbaum.

Dentro de las constancias reglamentarias, cabe hacer presente que la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural suscribe lo señalado por la diputada informante de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, señora Denise Pascal.

El objetivo de la iniciativa es diseñar una nueva institucionalidad ambiental. Eso implica la creación del Ministerio del Medio Ambiente, a cargo de elaborar las políticas y normativas medioambientales; del Servicio de Evaluación Ambiental, encargado de la administración del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, y de la Superintendencia del Medio Ambiente, cuya misión será fiscalizar el cumplimiento de los cuatros instrumentos de gestión ambiental.

a) Resoluciones de calificación ambiental;

b) Planes de prevención y descontaminación;

c) Normas ambientales, y

d) Planes de manejo.

Para garantizar la transversalidad del tema medioambiental al exterior del Ejecutivo en las políticas, y que las regulaciones puedan, en cada uno de los casos, además tener en consideración a los sectores del aparato público, se crea un Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, que no tendrá competencia de dirección superior sobre el Ministerio del Medio Ambiente.

Durante la tramitación del proyecto en la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, se buscó el compromiso del Ejecutivo en el sentido de regular las materias asociadas a las áreas silvestres protegidas existentes. Esto dice relación con el acuerdo de diversos actores para que una norma transitoria fije un plazo que permita lograr un consenso a fin de elaborar una norma sobre esta materia. 

Resulta razonable plantear la propuesta en un contexto de implementación temporal. Al respecto, cabe recordar que el Fondo Mundial para el Medio Ambiente tiene vigencia hasta el 2013, y contempla los recursos para el diseño y la estrategia de instalación del sistema.

La fórmula usada en el artículo octavo transitorio corresponde a una redacción similar a la utilizada en la ley Nº 20.173.

Consecuentemente, la Comisión acordó pronunciarse respecto del ARTÍCULO OCTAVO permanente y octavo transitorio, contenidos en el informe de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente que establece lo siguiente:

“ARTÍCULO OCTAVO.- Reemplázase en el artículo 1º del Decreto con Fuerza de Ley 294, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que establece las funciones y estructura del Ministerio de Agricultura, la siguiente oración “la conservación, protección y acrecentamiento de los recursos naturales renovables” por “la protección de los recursos naturales renovables del ámbito silvoagropecuario, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio del Medio Ambiente.”
“Artículo octavo transitorio.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de esta Ley, los Ministros del Medio Ambiente y de Agricultura deberán formular y presentar al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, una propuesta de rediseño de la institucionalidad en materia de Biodiversidad y Áreas Protegidas, así como en el ámbito forestal.”
Puestos en votación los artículos, fueron aprobados por la unanimidad de las señoras diputadas y señores diputados presentes en la Comisión de Agricultura.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Para rendir el informe de la Comisión de Hacienda, tiene la palabra el diputado señor Pablo Lorenzini.

El señor LORENZINI.- Señor Presidente, la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente dispuso que la Comisión de Hacienda tomara conocimiento de los artículos que se indican en el informe, y ésta decidió a agregar otros a su estudio.

Los diputados señores Delmastro, Aedo, Dittborn y Von Mühlenbrock presentaron indicaciones, entre otros, a los artículos 70, 72 y 82 del ARTÍCULO PRIMERO, al artículo 3º del ARTÍCULO SEGUNDO, etcétera.

Cabe señalar que, luego de un extenso debate, varias indicaciones fueron declaradas inadmisibles, y otras, rechazadas.

Desde el punto de vista técnico, quiero destacar dos temas relevantes o importantes, como dirían los diputados señores Ortiz y Ojeda. Uno, la incorporación, por medio de una indicación, de la expresión “e hídricos” a iniciativa del diputado Montes, que recogió la ministra presidenta de la Conama. La indicación se aprobó por unanimidad, ya que la gestión hídrica forma parte del tema medioambiental. 

El otro tema se refiere a las sanciones. En la Comisión técnica se elevó el tope de las multas a 50 mil UTM, es decir, alrededor de 20 mil millones de pesos. En Chile existen proyectos importantes. Por eso, la aplicación de multas de 20 mil millones de pesos me parece algo desproporcionado. A mi juicio, la multa debe guardar una relación con el proyecto de que se trate y tener una cierta lógica.

Por lo tanto, en la Comisión de Hacienda se formuló una indicación para restablecer el límite de 10 mil UTM, es decir, del orden de 4 mil millones de pesos como tope, cifra que nos parece adecuada.

Además, se discutió en forma intensa lo planteado por los diputados señores Robles y Tuma en relación con la participación ciudadana. Al respecto, el diputado señor 
Roberto León conoce una historia sobre Licantén, lo cual refleja la importancia de la participación ciudadana en cuanto a la decisión de los proyectos.

Me parece que no es necesario repetir el extenso informe.

Por lo tanto, la Comisión de Hacienda, con la presencia de los diputados señores Eugenio Tuma, quien la presidió; Julio 
Dittborn, quien también la presidió; René Aedo (Alberto Cardemil), Claudio Alvarado, Rodrigo Álvarez -quien espero nos siga acompañando-, Roberto Delmastro, Enrique Jaramillo, Gonzalo Duarte, Carlos Montes, José Miguel Ortiz, Alberto Robles (José Pérez, quien proviene de la Comisión de Agricultura), Raúl Súnico, Gastón von 
Mühlenbrock y quien habla, discutieron y aprobaron el proyecto.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, en un momento me mostré escéptico respecto del proyecto. Sin embargo, luego de escuchar a una de las más brillantes ministras de este Gobierno, persona capacitada enormemente para hacer entender a quienes teníamos algo que decir en relación con él, cambié de opinión.

Si alguien no entiende el proyecto -me da la impresión de que ello ocurre con el diputado señor Montes- lo mejor es no comentarlo y dejar que lo hagan quienes trabajaron en él. 

Costó seguir el informe del proyecto debido a su extensión. Además, nadie puso mucha atención a la diputada informante, señora Denise Pascal, ya sea porque el volumen de su voz no fue el adecuado o debido a que el horario que se escogió no fue el más conveniente. Con todo, quienes participamos en la elaboración el proyecto en la comisiones respectivas entendimos su alcance, el que valoramos y destacamos.

La nueva institucionalidad en materia de medio ambiente constituye un importante paso en ese ámbito, pues reemplaza la existente, que demostró ser insuficiente. Sin embargo -se trata de un punto que podría aclarar la señora ministra-, también se ha señalado que es una de las más avanzadas en Latinoamérica, lo que provoca confusión. Desde hace años que nuestro país se hizo cargo de los problemas que afectan el medio ambiente, entre ellos el calentamiento global. Tal situación me hace sentir orgulloso; sin embargo, como Chile es un país exigente, se hace necesario ahondar más sobre la materia.

El proyecto crea el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente. De esta manera, se establece un organismo fiscalizador centralizado que viene a complementar la creación del ministerio, repartición que requería un soporte institucional. Sin duda, falta complementar la ley Nº 19.300, de bases generales del Medio Ambiente. De allí la importancia de la iniciativa y la urgencia de su aplicación.

El proyecto -la materia se analizó en la Comisión de Hacienda, en la que participo- tiene un costo anual de 4.100 millones de pesos y considera la consolidación de los recursos contemplados en el presupuesto de la Comisión Nacional del Medio Ambiente. El 75 por ciento de ese monto corresponde a gastos en personal, lo que acentúa su carácter técnico.

El nuevo ministerio comprenderá una subsecretaría y seis divisiones, a los que se agregan las secretarías regionales ministeriales y los consejos consultivos nacionales y regionales, con lo cual se busca descentralizar la labor del ministerio. Por otra parte, se mantiene el Consejo de Ministros, vínculo esencial con los parlamentarios de las comisiones de Medio Ambiente del Senado y de la Cámara de Diputados.

La creación de la Superintendencia del Medio Ambiente persigue centralizar la fiscalización en busca de la eficiencia, para lo cual se le otorgan amplias competencias en materia de calificación ambiental, planes de prevención y descontaminación, normas de calidad y de emisión de residuos industriales líquidos, entre otras. La calificación de bajo riesgo podrá ser efectuada por los privados, lo que simplifica el sistema. Adicionalmente, se centralizan los incentivos y sanciones en materia ambiental.

Continuando con la búsqueda de excelencia en los funcionarios públicos y el proceso de descentralización administrativa, el Servicio de Evaluación Ambiental se regirá por las normas de la Alta Dirección Pública. Se constituye como un servicio funcionalmente descentralizado y se desconcentrará territorialmente a través de las direcciones regionales de evaluación ambiental, acercando el órgano competente a la realidad del problema. Asimismo, se garantiza en regiones la participación ciudadana.

Durante el tratamiento del proyecto, los diputados de regiones efectuamos bastantes comentarios al respecto y nos sentimos satisfechos de la forma en que la iniciativa recoge la materia.

Celebro la composición amplia y técnicamente diversa del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, presidido por el ministro del Medio Ambiente e integrado por los ministros de Hacienda, de Salud, de Economía, de Energía, de Obras Públicas, de Agricultura, de Vivienda, de Transportes, de Minería y de Planificación, lo que permitirá analizar en cada una de sus vertientes los problemas que se presenten a su conocimiento.

Un tema discutido -soy su defensor- se relaciona con los criterios técnicos que se considerarán en cada caso a nivel regional, lo que justifica la exclusión de la figura del intendente -eminentemente política- de decisiones que requieren conocimientos y capacidades específicas. De esta manera, se responde a una sentida aspiración ciudadana.

Voy a destacar una medida novedosa: en cada municipio se crean unidades de medio ambiente, lo que acerca a la gente y empodera a las comunidades locales. 

En concordancia con la recientemente aprobada ley de transparencia, se declara pública toda información de carácter ambiental en poder de la administración y que lleve a la dictación de algún acto administrativo.

Otra medida novedosa es la creación de un registro público de sanciones, con el objeto de identificar a la empresa infractora, a los responsables de la operación y los montos de la sanción. El registro busca endurecer eventuales sanciones futuras con una figura similar a la de la reincidencia.

Por último, se modifica la estructura de la Conaf, integrando al Ministerio de Medio Ambiente en su consejo directivo y sometiendo a ese organismo a las políticas definidas por esa repartición. 

No son palabras al viento o de buena crianza: estamos ante uno de los proyectos sancionatorios de la vida, de la sociedad y del mundo en que vivimos. Tenemos la suerte de contar con gente capacitada al servicio del país, como la ministra presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, quien nos ha impartido clases magistrales para entender una materia tan compleja como la que nos convoca.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Señores diputados, mañana continuará el debate sobre la nueva institucionalidad ambiental. Se encuentran inscritos diecinueve diputados y diputadas.

ACUERDO MODIFICATORIO DEL CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL, DE 1996, ENTRE CHILE Y ARGENTINA. Primer trámite constitucional.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Conforme con lo acordado, corresponde ocuparse, sin debate, del proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo modificatorio del Convenio de Seguridad Social, de 1996, entre Chile y Argentina.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana es el señor Renán Fuentealba.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín N° 6356-10, sesión 122ª, en 13 de enero de 2009. Documentos de la Cuenta N° 2.

-Primer Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, sesión 131ª, en 3 de marzo de 2009. Documentos de la Cuenta N° 37.
El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Renán 
Fuentealba.

El señor FUENTEALBA.- Señor Presidente, la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo que aprueba las modificaciones al Convenio de Seguridad Social, de 1996, entre Chile y Argentina, adoptadas mediante un acuerdo complementario suscrito en Buenos Aires, el 25 de septiembre del 2008.

El Congreso Nacional de Chile aprobó este Convenio de Seguridad Social y, en consecuencia, despachó la comunicación correspondiente al Presidente de la República el 15 de septiembre de 1997, para los efectos de su ratificación e incorporación al orden interno, trámites que no se han podido cumplir porque en el Congreso de la Nación Argentina, específicamente en la Cámara de Diputados, ha habido oposición a su aprobación. El Ejecutivo argentino tenía reticencias para aprobar este Acuerdo por el temor a una competencia desleal en la contratación de trabajadores migrantes chilenos, que serían preferidos en Argentina por tener una cotización menor, lo que es un error, por cuanto la situación del trabajador migrante que contempla el Acuerdo, es de carácter excepcional; se trata de la conocida situación de trabajadores chilenos cuyos empleadores chilenos requieren que se desplacen por un tiempo acotado al territorio argentino, razón por la cual siguen cotizando en Chile. 

Para superar dicha observación, la modificación negociada con Argentina permitirá que una empresa con domicilio en territorio de una parte pueda enviar trabajadores a prestar servicios al territorio de la otra parte, los que podrán eximirse temporalmente del pago de las cotizaciones en este último país, pues están afectos a la legislación previsional del país en que tiene su sede la empresa que los envía, siempre que tales trabajadores sean profesionales, técnicos o directivos y que justifiquen tal desplazamiento y exención.

En consecuencia, la situación se dio por superada, agregándose al párrafo 2 del artículo 7º del Convenio, de 1996, que la norma será aplicable solamente al trabajador que desempeñe tareas profesionales, de investigación, científicas, técnicas o de dirección, y a quienes ejerzan una actividad autónoma en el territorio de las partes contratantes y se encuentren asegurados en dicho territorio.

En virtud de estas consideraciones, la Comisión aprobó por unanimidad el proyecto de acuerdo propuesto, que contiene un artículo del siguiente tenor: 

“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo celebrado entre las Repúblicas de Chile y de Argentina, en Buenos Aires, el 25 de septiembre de 2008, con el objeto de modificar el párrafo 2 del artículo 7º del Convenio de Seguridad Social suscrito entre ambas Repúblicas, en la misma Ciudad de Buenos Aires, el 26 de abril de 1996.”
Las normas de este proyecto no deben ser conocidas por la Comisión de Hacienda. 

Por consiguiente, se propone a la Sala su aprobación en los mismos términos en que lo despachó la Comisión de Relaciones Exteriores.

He dicho.

-Posteriormente, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:
El señor ÁLVAREZ (Presidente).- En votación el proyecto de acuerdo que aprueba las modificaciones al Convenio de Seguridad Social, de 1996, entre Chile y Argentina, suscrito en Buenos Aires, el 25 de septiembre de 2008, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de sesenta señoras diputadas y señores diputados en ejercicio por contener algunas materias propias de quórum calificado.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Pérez San Martín Lily; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar 
Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Alvaro; Espinosa Monardes Marcos; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce 
Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; García García René Manuel; García-Huidobro 
Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez 
Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; 
Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo 
Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; 
Lorenzini Basso Pablo; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza 
Moncada Fernando; Montes Cisternas 
Carlos; Moreira Barros Iván; Mulet 
Martínez Jaime; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Palma Flores Osvaldo; Paredes 
Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina 
Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Harboe 
Bascuñan Felipe; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Valenzuela Van Treek 
Esteban; Vallespín López Patricio; Vargas Lyng Alfonso; Venegas Cárdenas Mario; Venegas Rubio Samuel; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von 
Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Despachado el proyecto. 

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

CREACIÓN DE COMISIÓN DE EXPERTOS DESTINADA A PROPONER MEDIDAS QUE ASEGURAN LA LIBRE COMPETENCIA.
El señor ÁLVAREZ (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al proyecto de acuerdo Nº 734.

El señor ÁLVAREZ, don Adrián (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 734, de los diputados señores Martínez, Correa, Olivares, Ojeda, Sule, García-Huidobro, Núñez, Girardi, Vallespín y Galilea, que en su parte resolutiva dice:

“La Cámara de Diputados acuerda:

1.- Manifestar a la opinión pública la necesidad de que estos hechos sean clarificados completamente, así como el rechazo total a cualquier práctica de colusión.

2.- Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República que disponga la creación de una Comisión de expertos, con representación del Colegio Médico de Chile y organizaciones de los consumidores, destinada a estudiar y sugerir los cambios que sean necesarios para garantizar un mercado farmacéutico, donde la prioridad sea la defensa de la salud y la economía de los consumidores, y la creación de una institucionalidad que garantice el correcto funcionamiento del mercado a través de medidas y modificaciones legales como: fortalecimiento del Tribunal de la Libre Competencia; fiscalización efectiva y profesional; estudios de mercado permanentes; vinculación entre la ley de defensa de los Derechos del Consumidor y la ley de defensa de la Libre Competencia para posibilitar demandas colectivas respecto de la suma del total del daño causado y que el juez sea quien determine cómo resarcir a cada consumidor, a partir del daño total.”
El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra para impugnarlo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 67 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención. 

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Pérez San Martín Lily; Araya 
Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; 
Barros Montero Ramón; Bertolino Rendic Mario; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio 
Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; 
Escobar Rufatt Alvaro; Espinosa Monardes Marcos; Estay Peñaloza Enrique; Farías 
Ponce Ramón; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro 
Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Masferrer Pellizzari Juan; 
Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada 
Fernando; Mulet Martínez Jaime; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Salaberry Soto 
Felipe; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Harboe Bascuñan 
Felipe; Turres Figueroa Marisol; Ulloa 
Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Vargas Lyng Alfonso; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Von 
Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvo el diputado señor Dittborn Cordua Julio.


LÍMITE A INCREMENTO DE TARIFAS DE TRANSPORTE PÚBLICO EN FECHAS PREVIAS A FESTIVIDADES.
El señor ÁLVAREZ, don Adrián (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al proyecto de acuerdo Nº 736. 

El señor ÁLVAREZ, don Adrián (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 736, de las señoras Pascal, doña Denise; Vidal, doña Ximena; Goic, doña Carolina, y de los señores Encina, Jiménez, Monsalve, Robles, Rojas, González y Barros, que en su parte resolutiva dice:

“La Cámara de Diputados acuerda: 

Solicitar a la Presidenta de la República que incorpore en el decreto Nº 212, de 1992, del Ministerio de Transportes, alguna norma que impida el incremento exorbitante e intempestivo en las tarifas del transporte público de pasajeros interurbano en las fechas previas a festividades y fines de semana largo, fijando algún limite para tal incremento, con el objeto de garantizar no solo el legítimo derecho de las empresas a obtener utilidades, sino también los derechos de los consumidores. 

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, el hecho de que el proyecto de acuerdo no esté suscrito por todos los diputados, no significa que quienes integramos esta honorable Corporación no estemos detrás de alguna norma que impida el abuso permanente de los propietarios de las líneas de buses interurbanos, que hacen de las suyas, sobre todo en fechas tan trascendentales como Fiestas Patrias, Semana Santa, Navidad y Año Nuevo, cuando aumentan hasta cinco veces el precio de los pasajes.


Es muy importante que el Gobierno se ponga firme y, apoyado por esta Corporación, termine con ese abuso, que esquilma los bolsillos de la clase media trabajadora, fundamentalmente. No es posible que, mientras por un lado baja el precio del petróleo, por otro, ellos, a su amaño, aumenten el de los pasajes. 

Por eso, anuncio que la bancada Radical votará favorablemente este importante proyecto de acuerdo, con la esperanza de que el Gobierno nos ayude a poner fin al abuso de los propietarios de buses interurbanos.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, en el fondo, estoy absolutamente de acuerdo con el proyecto; pero esas fiestas no pasan de ser cinco o seis al año. La pregunta es qué pasaría si las empresas fijaran para todo el año el valor de los pasajes en el rango que cobran para las festividades. La respuesta me preocupa. 

Es cierto que nadie está de acuerdo con el aumento abusivo de las tarifas; pero los empresarios de buses interurbanos dicen que en esas fechas se sacan el pillo y ganan plata, porque las tarifas que cobran durante el resto del año sólo alcanzan para mantener las empresas. 

Insisto, me preocupa el abuso que puedan hacer de esto los dueños de los buses, sobre todo los que prestan servicios en nuestras zonas de Villarrica y Pucón. Me pregunto qué pasaría si se acabara el pasaje Temuco-Santiago o Villarrica-Santiago por 10 mil pesos y que, desde ahora costara, todo el año, 15 mil pesos. 

Eso me preocupa, aunque con el fondo del proyecto estoy absolutamente de acuerdo.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Para impugnar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Arenas.

El señor ARENAS.- Señor Presidente, reconozco y estoy convencido de que las empresas de transporte interurbano se coluden para subir el precio de los pasajes en Fiestas Patrias, Navidad, Año Nuevo o fines de semana largo. De ello, no me cabe ninguna duda. Sobre la materia presenté un proyecto de ley para tratar de regular la tarifa de pasajes de buses interprovinciales; sin embargo, el planteamiento de este proyecto de acuerdo, de solicitar la fijación de límites o precios por ley, no es la correcta, porque por muy bien intencionada que parezca, terminará siendo muy perjudicial. Pero lo que sí podemos pedirle al Gobierno es que instruya a la Fiscalía Nacional Económica para que efectúe una investigación como corresponde a fin de atestiguar el delito de colusión de las empresas de buses interurbanos. 

Es cierto que los fines de semana largo las empresas se coluden, pero no por eso fijemos precios por ley, porque el país superó esa solución hace treinta años. En Chile no se establecen los precios por ley. Por eso, y por muy bien intencionada que parezca, de concretarse la propuesta del proyecto terminaría siendo un precedente perjudicial para los propios consumidores. Si bien reconozco la buena intención del proyecto, la solución sugerida es inadecuada.

Preparemos una buena presentación para atacar la colusión, pero no fijemos precios por ley.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- Para impugnar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Eugenio Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, no hay quien pueda defender el abuso que cometen los empresarios de buses interurbanos en épocas de mayor demanda. Pero este proyecto de acuerdo es en un engaño; es como una raya en el agua y no tiene destino. 

En mi opinión, sí lo tiene fortalecer el proyecto de acuerdo que aprobamos en esta Corporación, que solicita que el Estado autorice el uso de la vías públicas supeditado a determinadas condiciones de uso, de tarifas, de frecuencia del servicio que prestarán los buses, etcétera. Lo digo, porque no están usando el patio de su casa, sino las vías públicas. Les entregamos el uso de las vías públicas y, a cambio de ello, utilizan la concesión en forma abusiva, con absoluto libertinaje.

Por ello, deberíamos fortalecer la petición que hiciera la Cámara de Diputados al Ministerio de Transportes para que regule el uso de las vías y licite las interurbanas, de manera de terminar con el libertinaje, donde el más fuerte impone su criterio y quienes más sufren son los sectores más vulnerables, que no tienen ninguna capacidad de negociación, y la inmensa mayoría de los usuarios del transporte.

Por esa razón, a pesar de que el proyecto persigue defender a los usuarios, en definitiva los deja en la misma condición, porque no se consigue absolutamente nada con su proposición.

Por lo tanto, lo voy a votar en contra, para impulsar el fortalecimiento de las facultades que tiene el Estado para licitar las vías concesionadas.

He dicho.

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 26 votos; por la negativa, 4 votos. Hubo 4 abstenciones. 

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- No hay quórum.

Se va a repetir la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 28 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 3 abstenciones. 

El señor ÁLVAREZ (Presidente).- No hay quórum nuevamente.

Propongo a la Sala suspender la tramitación de los proyectos de acuerdo para evitar el llamado a los diputados por cinco minutos.

Acordado.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es: http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx

VII. INCIDENTES

AGRADECIMIENTO DE DIPUTADA AMELIA HERRERA, POR APOYO RECIBIDO DURANTE PROCESO JUDICIAL.

El señor VARGAS (Vicepresidente).- Hago presente que el Partido por la Democracia ha cambiado con el Comité de Renovación Nacional su lugar para intervenir en Incidentes. 

En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, más cinco minutos que le cedió el Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra la diputada señora Amelia Herrera.

-Aplausos.

La señora HERRERA (doña Amelia).- Señor Presidente, agradezco al Comité del Partido por la Democracia por cambiar con Renovación Nacional el orden para intervenir en Incidentes y a la Unión Demócrata Independiente por los minutos que me ha concedido.

Asimismo, agradezco de todo corazón a los colegas diputados, a la gente que me acompaña desde las tribunas, lugar en que también se han ubicado mis amados hijos, así como la presencia de los estimados vecinos y vecinas de Quilpué, Villa Alemana, Limache y Olmué, quienes representan a miles de familias, a los que doy las gracias por su incondicional apoyo y cariño, lo que, como ellos saben, es recíproco. A mis amigos y colaboradores, gracias por su apoyo franco y decidido.

He sido declarada inocente y absuelta de todos los cargos que se me imputaban. A lo largo de duros cuatro años, siempre se supo de mi inocencia, ya que nunca se acompañaron pruebas de culpabilidad. Hay conductas que golpean y producen un sentimiento de tristeza y de dolor, y dejan una profunda huella, sólo aliviada por la gran demostración de respaldo de miles de personas que me honraron con la elección de alcaldesa por dos períodos, por una gran mayoría, y ahora de diputada, y por los sólidos brazos y amor de mis hijos, que me sostuvieron para no flaquear.

He sido prisionera de la bajeza, de la intriga, de la calumnia y de la difamación por aquellos que se encuentran enquistados en la vida política de Chile. Esos personajes deben ser repudiados para sanear nuestra democracia. Debemos defendernos de quienes nos han demostrado el más alto grado de cierta especie de repugnantes procedimientos, los que utilizando resquicios legales para demorar una causa que sabían que no tenía sustento, disfrutaron con el paso del tiempo para mantener la publicidad del desprestigio e intentar confundir a los ciudadanos.

Es indudable que la falta de ética, de principios políticos, de ideología y de compromiso con la sociedad es permitida por algunos medios de comunicación y por ciertos organismos competentes.

Cuando se somete brutalmente y sin consideración y se pone en duda la honestidad de una mujer que ha dedicado su vida a la tarea de atender a los más pobres, que ha dado respuestas reales con la verdad y ha puesto todo su corazón y su esencia de ser humano con honestidad, responsabilidad y entrega total para buscar soluciones a tanta injusticia social que produce dolor y aflige a grupos familiares ante un mundo indiferente, también se les está haciendo daño a esas familias. Cuando se es maltratada de esa forma, dando crédito a intereses políticos en complicidad con algunos de aquellos que tienen la obligación de velar por la justicia, hay que pensar que para que la justicia funcione, y por lo tanto, el estado de derecho, debemos evitar que la justicia caiga en el juego de las conveniencias políticas.

Existen individuos que deben ser repudiados, porque se han elevado al poder por medio de la manipulación, han ocupado cargos para beneficio propio y pertenecen a una clase que no corresponde al generoso impulso de una sociedad bien inspirada, que desea se respeten los valores de libertad, justicia social y creatividad, fundamentos básicos de la dignidad de todo ser humano.

Es una exigencia democrática cambiar la conducta de algunos políticos o que se autodenominan políticos, porque nunca el sectarismo, el revanchismo, la mezquindad y la intolerancia han servido para construir un proyecto de convivencia. Por ello, la ciudadanía se ha distanciado de aquellos que participan en política. Lamentablemente, caen en este sucio saco muchos hombres y mujeres que tienen una verdadera vocación de servicio público y que lo realizan con honestidad y responsabilidad.

Podría referirme a miles de situaciones que me tocó vivir durante el juicio público al que fui expuesta a pesar de ser inocente. Tengo en mi poder ejemplos claros de informaciones falsas a los medios de comunicación. ¡Fueron tantas las irregularidades que faltaría tiempo para señalarlas! Nunca se respetó ni siquiera la presunción de inocencia.

¿Puede un proceso de investigación del Ministerio Público durar cuatro años? ¿Dónde están las garantías constitucionales? Estimo que se han violado mis derechos humanos y los de miles de ciudadanos que represento. Por eso pienso que es importante que nosotros, los parlamentarios, revisemos la reforma procesal penal y modifiquemos ciertas atribuciones que no sólo me han afectado en lo personal, sino podrían afligir a cualquiera de ustedes, estimados colegas, por intermedio del señor Presidente. Pero, y lo más importante, en todo este tiempo he podido conocer situaciones que han aquejado a ciudadanos, a trabajadores, hombres y mujeres que también han sido víctimas de la mala utilización de las herramientas legales que el Congreso Nacional les otorgó.

Estimo necesario hacer un muy breve resumen del tema de la revista en cuestión, para que quede clara la injusta situación que he vivido.

La revista demostraba una gestión exitosa, donde aparecen, sin distinción política, autoridades de Gobierno, personeros de Oposición y privados con los que encaminamos la modernización de la ciudad de Quilpué.

Esta revista era absolutamente financiada por empresas y particulares con clara voluntad de apoyo para una ciudad emergente y que no tenían deudas con el municipio.

Lamentablemente, cuando yo dejaba mi cargo de alcaldesa, el encargado de 
marketing pidió recursos a otros cuatro o cinco empresarios que debían derechos municipales, -de los 33 que colaboraron con la revista, engañándolos con el pretexto de que el dinero iba a la revista. Efectivamente, ellos aparecen en la propaganda, pero estos dineros se fueron al bolsillo del jefe de 
marketing, quien, junto a un amigo y socio, tenían una “empresita” en la que utilizaban procedimientos oscuros, conducta reprochable e ilícita, en la que intentaron involucrarme.

Las empresas, al conocer esta situación, pagaron igualmente sus derechos -año 2005-, previamente a mi campaña de diputada.

Me acusaron públicamente en todo Chile de varios delitos, una confabulación que va más allá de cualquier límite. 

Pareciera que hay que castigar la eficiencia, la capacidad, el ingenio para construir con pasión una ciudad donde los vecinos y vecinas se sientan orgullosos de vivir y de desarrollarse en ella.

No deseo ser mártir de este juego de componendas y de relaciones espurias sólo con fines electorales que dan lugar a un macabro juego político, con el que la política se ha convertido en una guerra ciega, entre grupos de amigos contra grupos de enemigos, -lo que demuestra carencia de ideologías-, en la que se destruyen unos a otros con intrigas y denuestos, a fin de obtener beneficios mezquinos.

Aún me asombra que haya políticos y personas que me hayan manifestado durante estos cuatro años que encontraban espantoso lo que yo estaba viviendo, pero que “la política es así”. Me sorprende, porque el día que no pueda sorprenderme terminaría sin sueños, lo que limitaría mis acciones en pro de un país mejor.

¿Cómo es posible que los mismos políticos piensen aquello y no manifiesten de cara al país la intención de que nunca más las acciones en política parezcan, de alguna manera, como una nebulosa un tanto oscuras y sean consideradas normales, mientras que aquellos que son capaces de decir la verdad sean considerados personas no gratas dentro del medio político?

Pareciera que el adormecimiento intelectual, la escala de valores para una sociedad rica en un estándar cultural que permita participar en los destinos del país no les interesa, o más bien, les es indiferente.

Después de recorrer un camino de infamias, se ha hecho justicia, y mi nombre como mujer, con responsabilidad político social, aparece limpio de toda la basura lanzada en mi contra para bloquear la verdad e intentar quebrar mi voluntad de servicio a la comunidad. 

Voy a la reelección como diputada de Renovación Nacional…(Aplausos).… porque abrigo la esperanza de que junto con el sano espíritu de nuestro pueblo -surgido de sus sueños de justicia, que me honro en representar y al que agradezco desde lo más profundo de mi corazón su incondicional apoyo, oraciones y verdaderas muestras de cariño en los difíciles momentos que viví- haremos caer en el vacío las perversas intenciones de sacarme del camino que construimos unidos, para que sirva de ejemplo a aquellos que pretenden engañar a la gente.

Cuando desaparezcan en el vacío las ambiciones y pasiones ilícitas, dando paso a la verdad, la vida nos cambiará.

Gracias al esfuerzo de jóvenes, tan golpeados, surgirá la solidaridad, una sana alegría y una verdadera identificación de nuestra juventud con los destinos de nuestro país.

No quiero que estas palabras queden en el olvido o lo expresado aquí sea sólo una ilusión, sino que sirvan de experiencia para que esto no se repita; no quiero que ocurra lo que sucedió con lo expresado por el Papa Juan Pablo II cuando estuvo en Chile, que dijo “el amor es mas fuerte”, y todos sentimos como nuestra la fuerza de esas palabras, pero luego pasaron al olvido.

Estimadas amigas y amigos de las comunas de Quilpué, Villa Alemana, Limache y Olmué, hoy me reincorporo a la actividad parlamentaria con la satisfacción de que se ha hecho justicia, para continuar por fin con el deseo de servir a mi país.

¡Gracias, gracias, gracias, por comprenderme! No tengo palabras para expresar el cariño que siento por cada uno de ustedes, y por ello les reitero, una vez más, que voy a ir a la reelección como diputada para continuar defendiendo con fuerza los derechos de los ciudadanos.

Gracias a mis queridos hijos, que por 1.460 días sufrimos la tristeza de ver a su madre juzgada sin justificación, después de haber vivido con ella sus desvelos y entrega por la gente más desvalida. ¡Gracias por el amor que me entregaron día a día!

(Aplausos).

Los amo profundamente, ustedes lo saben.

A mi familia, a mis amigos, colaboradores, les expreso mi eterna gratitud por compartir conmigo cada día. Es en los momentos difíciles cuando se aprecia la verdadera amistad. A los colegas diputados, especialmente a los de Renovación Nacional, gracias por el apoyo brindado y, por último, a todos los ciudadanos de las cuatro comunas que represento, gracias de todo corazón por creer en mí, y porque saben que aquí tienen más que una diputada, a una verdadera amiga que luchará siempre por ellos, siendo consecuente y con la verdad a toda prueba.

¡Muchas gracias y que Dios nos acompañe siempre!

He dicho.

INFORMACIÓN SOBRE VIAJES DE JEFE DE GABINETE DEL MINISTERIO DEL INTERIOR. Oficio.

El señor VARGAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Partido Socialista, tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ (don Marcelo).- Señor Presidente, en primer lugar, solicito oficiar al ministro del Interior, a fin de que informe a la Cámara acerca de los viajes realizados en el territorio nacional, con recursos fiscales, por el jefe de gabinete de dicha cartera, don Exequiel Silva, con la indicación de los permisos administrativos, si los hubo, y los motivos del viaje.

El señor VARGAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE CONTRATOS DE PUBLICIDAD SUSCRITOS POR EMPRESA INVÍA. Oficios.

El señor DÍAZ (don Marcelo).- En segundo lugar, solicito oficiar a la Empresa de Ferrocarriles del Estado y al ministro de Transportes para que informen a la Cámara sobre los contratos de publicidad, que están vigentes, suscritos por Invía, inmobiliaria perteneciente a Ferrocarriles del Estado, que entiendo que dejó de existir.

El señor VARGAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

PLAGA DE MOSQUITAS BLANCAS EN SECTOR LOS CHOROS, COMUNA DE LA HIGUERA. Oficios. 

El señor DÍAZ (don Marcelo).- Por otra parte, en estos dos últimos meses el sector de Los Choros, comuna de La Higuera, del distrito que represento, se ha visto afectado por una fuerte plaga de mosquitas blancas, parecidas a las que afectan a los cítricos, que exudan azúcar. Se ubican en el envés de las hojas de los olivos y se hace difícil y costoso su control. 

Dicha plaga incide en la presencia de fumagina, que se aprecia en grandes zonas de la superficie foliar de los árboles. 

La plaga incidirá en los rendimientos de los olivos, que esta temporada se ven afectados por el añerismo, ya que el año pasado fue muy productivo. Por ejemplo, un productor que tenía dos hectáreas, en 2008 produjo 12 mil kilos. Hoy sólo alcanzará a 4 mil. 

En consecuencia, solicito que se oficie al Servicio Agrícola y Ganadero para que desarrolle un programa de monitoreo que permita dar recomendaciones técnicas adecuadas, con consideraciones sobre manejo integrado de plagas y producción limpia, de manera que cada uno de los predios pueda cuantificar los costos asociados a un eventual control. 

Como se trata de una plaga que pone en riesgo la producción, me parece importante que se consideren créditos e incentivos directos del Estado a fin de ayudar a los productores. 

La situación que vive la localidad de Los Choros, comuna de La Higuera, debería ser considerada emergencia agrícola, por lo tanto asignársele recursos adicionales. 

También solicito que se oficie a la ministra de Agricultura, a fin de que disponga la adopción de dicha medida. 

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención. 

ESTUDIO SOBRE HÁBITOS DEL PUMA EN LA CUARTA REGIÓN. Oficios. 

El señor DÍAZ (don Marcelo).- Finalmente, hace algún tiempo desde este hemiciclo hice presente que los crianceros de la provincia de Elqui se estaban viendo afectados por un permanente y persistente ataque de pumas, lo cual estaba mermando de manera significativa su ganado. 

A partir de la información que los propios crianceros levantaron, organizaron y entregaron a la gobernación provincial de Elqui y al Servicio Agrícola y Ganadero de la región, se solicitó que el SAG validara ese catastro y tomara algunas medidas que ayudasen a paliar el efecto del ataque del puma en nuestra provincia. 

Una de las medidas, aceptada por el Ministerio de Agricultura y por el SAG, en particular, fue la realización de un estudio sobre los hábitos del puma en el contexto de una región con una sequía crónica y que, en consecuencia, tiene un hábitat más bajo -en términos de la altura en que vive el puma-, lo que permite que sucedan hechos como los mencionados. 

Se nos informó que había disposición y voluntad para hacer ese estudio, sin embargo, se nos dice ahora que no se llevará a efecto en la provincia del Elqui por falta de recursos y que sólo se hará en la provincia del Choapa. Me parece muy bien, porque en la provincia del Choapa se concentra la mayor parte de los crianceros de la región, sin embargo me parece razonable, lógico y del todo necesario que el estudio considere la región, en especial la provincia del Elqui, que es donde surge esta petición. 

Por lo expuesto, pido que se oficie a la ministra de Agricultura y al director del Servicio Agrícola y Ganadero para que modifiquen esa decisión, de manera tal que el estudio contemple a toda la región y en particular a la provincia del Elqui. 

He dicho. 

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría. 

INVESTIGACIÓN DE ASESORÍAS DEL EX SENADOR SERGIO PÁEZ VERDUGO AL ACTUAL GOBIERNO. Oficio. 

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, en el ejercicio de mi labor fiscalizadora, pido a la Contraloría General de la República que investigue una situación que me parece un tanto paradójica. Me refiero a la situación contractual del ex senador de la República, don Sergio Páez Verdugo, con el actual Gobierno. 

El señor Páez perdió las elecciones parlamentarias del 2006 en la región que represento y se retiró de la labor pública, según sus propias palabras. Señaló en su momento: “Me retiro de la vida pública”. Pero, a los pocos meses nos dimos cuenta de que era parte del directorio del Banco del Estado. 

En el marco de la nueva ley de Transparencia, el fin de semana me enteré por la prensa que este ex senador recibe una gran suma de dinero, 2,5 millones de pesos al mes, producto de eventuales asesorías externas que estaría realizando al gabinete de la Presidencia de la República. 

Estamos en tiempo de crisis, sin duda, y me parece increíble esta situación. Me causa molestia, pero, además, incredulidad. 

Por lo tanto, solicito que la Contraloría General de la República investigue cuántos son los directorios en los que participa el ex senador Páez, si es sólo en el del Banco del Estado o también en otros, que hacen aún más suculento su ingreso mensual; los millones de pesos que ha recibido en los años en que ha prestado la asesoría externa al gabinete de la Presidencia; asimismo, que investigue cuál es el registro de los informes que este señor ha realizado, la nómina de proyectos, de asesorías e informes en los que ha participado, con especificación de las áreas temáticas y si éstos tienen que ver con ámbitos que se vean reflejados en iniciativas de ley del Gobierno o materias que puedan ser objeto de mediación particular. 

Esta persona fue senador de la República durante 16 años y me imagino que muchas de las asesorías externas que ha realizado se tienen que haber visto traducidas en leyes. 

En síntesis, quiero saber cuáles son los efectos reales, cuántos decretos y otras normativas se han generado producto de esas asesorías externas.

Por último, pido que investigue también los títulos de los trabajos que ha hecho el ex senador Páez, los informes y las minutas en que ha participado y, reitero, por sobre todas las cosas, los resultados que han tenido todas las materias por las cuales ha recibido millonarios recursos. 

He dicho. 

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano. 

AGUA POTABLE RURAL PARA EL SOMBRÍO Y LA VEGA EN COMUNA ALTO DEL CARMEN. Oficios. 

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles. 

El señor ROBLES.- Señor Presidente, cuando uno va desde la ciudad de Vallenar hacia la comuna Alto del Carmen, al pasar el puente El Algodón, a mano derecha ve un letrero que dice: Ministerio del Interior, Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, Ampliación sistema agua potable El Sombrío-La Huerta. Financia, programa de mejoramiento urbano y equipamiento comunal 2003. Inversión, 30 millones de pesos. Mandante, ilustre municipalidad de Alto del Carmen. Construye, Cristián Pereira. Inicio, 10 de febrero de 2004. Término, 25 de marzo de 2004. 

¡Qué paradoja, porque la construcción, según el letrero, lleva más de cinco años y los vecinos de El Sombrío, El Algodón y El Toro no han recibido ni una sola gota de agua potable! 

Lo cierto es que los habitantes de esas localidades, más de 44 familias, estaban esperanzados en tener agua potable para sus viviendas, pero siguen tomando del agua de los canales cercanos o de la que entregan los camiones aljibes. 

Se pagaron millonarias sumas al contratista y alguien tiene que haber recibido las obras. Según me cuentan los vecinos, cuando se probaron las obras, nunca llegó agua porque las cañerías se reventaron, no soportaron la presión. Hubo una mala construcción. 

Después, se entrego más financiamiento para su reparación, pero tampoco se arregló, y según se me ha informado, se han pagado más de 50 millones de pesos. 

Alguien debió haber recibido esas obras, alguien debió haber autorizado los pagos, alguien debió haber comprobado que los vecinos tenían agua potable. En definitiva, alguien tiene que hacerse responsable de que los proyectos se cumplan y se ejecuten bien. 

Por lo tanto, pido que se oficie a la Contraloría General de la República a fin de que instruya un sumario para que esto se resuelva y se determinen las responsabilidades administrativas. Además, al Consejo de Defensa del Estado, porque creo que en esta operación hay fraude al fisco. 

Asimismo, al ministro del Interior, al subsecretario de Desarrollo Regional, al intendente de la Región de Atacama, al gobernador de la provincia del Huasco, al alcalde de la municipalidad de Alto del Carmen, quien era el mandante en esa época y que debió haber tomado algunos resguardos en su minuto; a los concejales aunque sé que actualmente hay un nuevo concejo; al director de Obras Hidráulicas y al ministro de Obras Públicas, que son los que tienen la responsabilidad de que estas obras funcionen. 

Por último, hace mucho tiempo que en el sector de La Vega se construyó un pozo y no se ha habilitado el sistema de agua potable rural ni se realizan las inversiones. 

Por lo tanto, pido que de una vez por todas se solucione el problema de El Sombrío y de La Vega, en la comuna Alto del Carmen. 

He dicho. 

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría. 


ACLARACIÓN DE DESCUENTO EN PENSIÓN. Oficio.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité PRI-Independientes, tiene la palabra el diputado señor Pedro Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, quiero plantear un problema que está viviendo la pensionada de la ex caja Empart de la comuna de Antofagasta, señora Zaida Beatriz Araya González. En su pensión, aparece un descuento por 51.374 pesos de farmacias Cruz Verde. 

Como se trata de una persona de avanzada edad, su hijo concurrió a las oficinas del INP de Antofagasta para aclarar la situación, pero no le dieron una razón satisfactoria que justificara ese descuento, sólo se le informó que aparecía una petición de la empresa Cruz Verde para el pago de una deuda que ella habría contraído en una farmacia de una comuna de la Región Metropolitana. Sin embargo, la señora Zaida Araya González está incapacitada de viajar a la Región Metropolitana y hace mucho tiempo que no visita Santiago. 

La única solución que se le ofreció fue que se dirigiera a las oficinas del INP en Santiago, donde se generó el cobro, a fin de que allí le dieran una respuesta. Sin embargo, por tratarse de una familia de escasos recursos económicos, no se encuentran en condiciones de viajar a la capital para esclarecer la situación.

Por tal razón, solicito que se oficie al director del INP a fin de que nos informe la razón de este descuento y se fiscalice el hecho, dado que se produjo en una ciudad que la afectada no ha visitado. Además, pido que si existe alguna irregularidad en este cobro o si estamos frente a un posible fraude por uso indebido de un instrumento privado mercantil, el Instituto de Normalización Previsional denuncie los hechos a la justicia. 
El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

RELIQUIDACIÓN DE BONO DE RECONOCIMIENTO. Oficios.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, en segundo lugar, quiero dar a conocer la situación que vive otro antofagastino, el señor Jorge Carlos Álvarez Pereira, cédula de identidad 4.572.976-1, que se pensionó hace tres años, aproximadamente. Al revisar sus papeles de jubilación se percató de que el bono de reconocimiento estaba mal liquidado, dado que no se le consideraron nueve años de imposiciones. Esos dineros permanecen en poder del Instituto de Normalización Previsional.

El señor Álvarez realizó el reclamo a través de la AFP Cuprum, pero el INP le contestó que su reclamo era improcedente, pues se encontraba fuera de plazo, según lo establece el artículo 10, de la ley Nº 18.756.

A raíz de lo anterior, presentó un reclamo ante la Superintendencia de Seguridad Social, la que le dio la razón al señalar que, no habiéndosele notificado conforme lo establece la ley, el plazo de reclamación por el bono de reconocimiento, éste se entendía vigente y que el plazo de dos años para presentar el reclamo comenzó recién a regir en diciembre de 2008.

El señor Álvarez Pereira volvió a presentar el reclamo por los nueve años de imposiciones no considerados en la liquidación de su bono de reconocimiento, pero hace una semana el INP nuevamente le señaló que no procedía el reclamo por encontrarse fuera de plazo.

En razón de lo anterior, pido que se oficie al director del INP para que adopte las medidas correspondientes, a fin de que se reliquide el bono de reconocimiento del señor Jorge Álvarez Pereira, dado que la Superintendencia de Seguridad Social estableció que el plazo se encuentra vigente para ese efecto. 

Asimismo, pido que se envíe copia de mi intervención al superintendente de Pensiones a fin de que tome conocimiento de esta situación.

He dicho.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría. 

MEDIDAS PARA ENFRENTAR PROBLEMAS EN EL HOSPITAL REGIONAL DE TALCA. Oficio.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Sergio Correa.

El señor CORREA.- Señor Presidente, la Región del Maule, en particular, y el país, en general, se han visto conmovidos por la muerte de una niña de seis años, debido a una sobredosis de morfina administrada en el hospital regional de Talca.

Este hecho se suma a más de treinta ocurridos en dicho recinto que han tenido alta connotación pública, tales como el bullado caso del cambio de bebés, que hasta el día de hoy provoca tremendos trastornos síquicos y emocionales a las familias afectadas, y el fallecimiento de cinco recién nacidos debido a la administración de suero contaminado. Todos estos casos, que están siendo investigados por el Ministerio Público y la Brigada de Homicidios, deben hacer reaccionar, de una vez por todas, al Ministerio de Salud para buscar una solución definitiva.

Los habitantes de la Región del Maule, en especial de las comunas de Talca, Curicó y Constitución reclaman mayor preocupación del ministro de Salud para solucionar estos problemas que se producen con tanta frecuencia en el hospital regional de Talca.

Recientemente, el director subrogante de dicho hospital manifestó que todos estos problemas se deben a la falta de personal médico y administrativo.

El Ministerio de Salud ha dado a conocer un proyecto para construir un nuevo hospital en la ciudad de Talca, que debería entrar en funciones recién en 2013.

Si esperamos que concluyan las obras del nuevo hospital, me parece que los problemas que se están produciendo en el hospital regional de Talca van a continuar. Es absolutamente imprescindible que el Ejecutivo asuma, de una vez por todas, la necesidad de evitar muertes y aberraciones que suceden en ese recinto hospitalario.

Por lo tanto, solicito que se oficie al ministro de Salud para que nos informe detalladamente todo lo relacionado con la muerte de esta menor de seis años, y señale si su deceso fue producto de una negligencia médica. Asimismo, pido que informe sobre las medidas que se adoptarán para solucionar los problemas que afectan al hospital regional de Talca.

He dicho.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE PROYECTO DE ESSAL EN PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS DE PURRANQUE. Oficio.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Recondo.

El señor RECONDO.- Señor Presidente, cuando las empresas sanitarias fueron transferidas al sector privado, en la Décima Región de Los Lagos se adquirió el compromiso de construir en cada una de sus comunas una planta de tratamiento de aguas servidas, lo que ha ido cumpliendo a través de estos años la empresa de servicios sanitarios Essal.

En la comuna de Purranque hace bastante tiempo se encuentra en operaciones una planta de tratamiento de aguas servidas. Sin embargo, en la comunidad hay una inquietud que me fue transmitida por el concejal Marcelo González y por la presidenta de la unión comunal de juntas de vecinos, la señora Ana Santibáñez, que dice relación con el hecho de que se ha sabido de manera informal que dicha planta será utilizada para el tratamiento de lodos provenientes de otras comunas, que serán trasladados probablemente en camiones. Hasta el momento, no hay un conocimiento cabal de este proyecto ni de las características de los lodos. Lo único que se sabe es que se está preparando el terreno para la llegada de los camiones que depositarán los lodos en esta planta de tratamiento.

La inquietud de la comunidad radica en que si sólo con el tratamiento de los residuos de la comuna la planta genera malos olores y malestar en las poblaciones circundantes, con ese nuevo proyecto podrían aumentarse las incomodidades en el sector en que está ubicada la planta.

Como no se ha entregado información concreta y no ha habido un trámite formal ante la comunidad, solicito que se oficie a la Superintendencia de Servicios Sanitarios a fin de que informe a la Cámara de Diputados los detalles del proyecto que pretende implementar Essal en la planta de tratamiento de aguas servidas de la comuna de Purranque y que aclare el tipo de lodos que se procesarán en ella a partir de ese plan, del cual no tenemos mayores antecedentes. 

Además, pido oficiar a la Conama para que informe si la empresa Essal ha iniciado algún trámite en esa repartición en orden a implementar, en la planta de tratamiento de aguas servidas antes citada, algún proyecto relacionado con lodos provenientes de comunas aledañas; si ha comenzado el procedimiento administrativo correspondiente; si se han aprobado los trámites en la Corema y si se llevó adelante un proceso de consulta ciudadana o si éste no se requiere. En fin, toda la información disponible al respecto.

Finalmente, pido que se envíe copia de mi intervención al concejo y a la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de la comuna de Purranque, que preside la señora Ana Santibáñez.

Mi Comité ha cedido el tiempo restante al diputado Jaime Mulet.

He dicho. 

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

TRONADURAS EN COMUNA DE TIERRA AMARILLA. Oficio.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- En el tiempo cedido por el Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Jaime Mulet.

El señor MULET.- Señor Presidente, agradezco al Comité de la Unión Demócrata Independiente, especialmente al diputado Carlos Recondo, por su generosidad al cederme el resto de su tiempo.

Hoy, hace poco más de dos horas, la Compañía Minera Ojos del Salado ha realizado una tronadura de gran envergadura, puesto que se usaron 150 toneladas de explosivos, en la comuna de Tierra Amarilla, que ha provocado temor en la ciudadanía. Además, se iba a producir otra a las 13.00 horas.

Según me han informado recientemente, gracias a la rápida presentación de un recurso de protección interpuesto por el alcalde de esa comuna, señor Carlos Barahona, se dispuso orden de no innovar, lo que suspendió la tronadura programada para las 13.00 horas. 

Además, a través de la radio Candelaria, de Tierra Amarilla, me he informado de que la explosión de las 11.30 horas habría generado algunos problemas incluso, daños en una casa. 

¿Qué esta sucediendo en ese lugar? Simplemente, aquí se está cometiendo un permanente abuso de la Compañía Minera Candelaria -lo digo directamente-, ubicada en Tierra Amarilla, que tiene minas subterráneas y que día a día realiza tronaduras que han ido destruyendo las viviendas de los sectores más modestos de esa comuna. 

Uno puede estar conversando tranquilamente, pero, en determinadas horas, se sienten unos verdaderos temblores -lo sé porque voy regularmente a la comuna- grados 1 ó 2. Las casas siguen en pie, pero las explosiones las van horadando y destruyendo. Muchas veces también son afectados los aparatos electrónicos.

Aunque desde hace años hemos denunciado una y otra vez estos hechos ante las autoridades de Gobierno, éstas no hacen absolutamente nada. Se señala que el Sernageomin adoptará medidas, que la intendenta creará una comisión, que el seremi de Minería constituirá otra, etcétera, pero lo concreto es que los problemas se siguen produciendo. 

Estos hechos demuestran los abusos que cometen las grandes compañías mineras con nuestros pueblos del norte. No sólo destruyen y deterioran la calidad de vida de la gente; además de las tronaduras como la de hoy, han levantado una cortina de estériles que ha ensombrecido parte de la comuna. 

Tal como lo anuncié hace algunas semanas, deduciré una acción judicial al respecto, porque esto no puede continuar. Si las autoridades del Ejecutivo no hacen lo que deben y aplican la ley ambiental, en buena hora que el alcalde de Tierra Amarilla haya interpuesto ese recurso de protección. Es muy grave lo que sucede en Tierra Amarilla y en otros pueblos del norte que viven de la minería, y el país lo tiene que saber.

La gran minería no constituye un aporte, porque, normalmente, los trabajadores de esas empresas residen en otras comunas. Por ejemplo, los de la Compañía Minera Candelaria viven en Copiapó, en La Serena o en Santiago, con regímenes de turnos especiales, pero en Tierra Amarilla no queda nada. Ni siquiera realizan donaciones.

El royalty minero, por el que tanto luchamos, tampoco entrega beneficios a las comunas mineras, por la falta de compromiso del señor Eyzaguirre, ministro del entonces Presidente Lagos, que no cumplió lo que suscribió con nosotros cuando se votó el proyecto de ley en el Congreso Nacional.

¿Qué podemos decir a esa gente que hoy, junto con tener una situación socioeconómica precaria, debe sufrir el miedo razonable y la contaminación por el polvo y el ruido.

A esta hora -las 14.17 horas-, solicito que se oficie a la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, a fin de que ordene la realización de una investigación respecto de por qué no se toman las medidas para prevenir y terminar esas tronaduras que están horadando las casas de la comuna de Tierra Amarilla. Además, están ensombreciendo el lugar con las tortas de estériles que aumentan día a día y perjudican gravemente la salud psicológica y física de miles de personas. La Presidenta Bachelet conoce la comuna y, actualmente, es la única autoridad a la cual me falta recurrir, además de las judiciales.

He dicho. 

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican y de quien preside.

INTERPRETACIÓN DE CONCESIONARIAS DE AUTOPISTAS URBANAS PARA EL COBRO DE PASE DIARIO A LOS INFRACTORES. Oficio.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- En el tiempo del Partido por la Democracia, tiene la palabra, por siete minutos, el diputado señor Eugenio Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, la regulación existente para transitar por las vías concesionadas en el área metropolitana establece un Pase Diario Único que se alcanzó mediante un acuerdo entre las empresas y el Ministerio de Obras Públicas. Ese pase diario tiene un valor de 6.700 pesos para autos y camionetas y otorga el derecho a utilizar las cinco autopistas urbanas concesionadas. 

La inmensa mayoría de quienes lo adquieren son de regiones y, por lo tanto, no tienen el dispositivo tag. Su valor puede ser pagado antes o después del uso de la carretera, y hasta veinte días después. Quienes no lo hacen en ese plazo, pasan a ser infractores. 

Pero las concesionarias han interpretado a su antojo el valor del Pase Diario Único: si un infractor ha circulado por las cinco autopistas de la Región Metropolitana, cada una de las concesionarias le cobra el valor total del Pase Único Diario. Si consideramos que, según estimaciones, los infractores llegan a 150 mil y que el período transcurrido desde que se implementó el sistema de las carreteras concesionadas es entre 36 y 48 meses, son varios cientos de miles de millones de pesos los que esas empresas han recibido de los usuarios de regiones. 

Por eso, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas, a fin de que regule el pago de ese pase después del vigésimo día de morosidad de los usuarios, de manera que esta materia no quede sujeta a la interpretación de las empresas concesionarias. Asimismo, para que nos informe sobre las sanciones que ha aplicado la Dirección de Concesiones a las concesionarias por los abusos cometidos en contra de los infractores.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.


CORTES DE ENERGÍA ELÉCTRICA EN ALTO CHELLE, COMUNA DE TEODORO SCHMIDT. Oficio.

El señor TUMA.- En segundo lugar, vecinos de Alto Chelle, comuna de Teodoro Schmidt, -que mensualmente pagan sus cuentas- se han visto afectados por permanentes cortes de energía eléctrica. 

Me puse en contacto con la empresa Frontel, y sus ejecutivos se comprometieron a resolver el problema, pero ello no ha ocurrido.

Por eso, pido que se oficie al ministro de Economía, para que el superintendente de Electricidad y Combustibles nos informe sobre las causas de esos cortes, las sanciones aplicadas a dicha empresa y cuándo se normalizará el servicio que debe entregar a los usuarios. 

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

COMPROMISO CON PESCADORES ARTESANALES DE CALETAS DE PUERTO SAAVEDRA Y NEHUENTÚE, NOVENA REGIÓN. Oficio.

El señor TUMA.- En tercer lugar, las autoridades contrajeron un compromiso con los pescadores artesanales de las caletas de Puerto Saavedra y de Nehuentúe, relacionado con la mitigación de los daños que les ocasionaron los últimos temporales y que, en muchos casos, les significó perderlo todo.

Se comprometieron a repoblar las caletas y a entregar 240 bonos, pero sólo se ha entregado la mitad. 

Por eso, pido que se oficie al ministro de Economía, a fin de que el subsecretario de Pesca y el intendente de la Novena Región informen la forma en que se está cumpliendo el mencionado compromiso. En definitiva, quiero conocer las razones por las cuales se ha retrasado su cumplimiento y cuándo se concretará.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE PROYECTO DE MEJORAMIENTO URBANO EN QUEPE, COMUNA DE FREIRE. Oficio.

El señor TUMA.- Por último, pido que se oficie al subsecretario de Desarrollo Regional, a fin de que informe a la Cámara respecto del destino de los fondos y de la fiscalización de un proyecto sobre mejoramiento urbano en la localidad de Quepe, comuna de Freire, Novena Región. 

Me refiero a la construcción de una plaza de juegos infantiles en la villa Esperanza. Dicho programa de mejoramiento urbano fue aprobado, con un financiamiento de ocho millones de pesos.

He dicho.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INADECUADAS CONDICIONES DE LUGAR DE PAGO A PENSIONADOS DEL INP. Oficios.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Rodrigo González.

El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, la licitación para el pago de pensiones del INP se la adjudicó el Banco del Estado, ese servicio antes era prestado por el BBVA. 

Por desgracia, en la licitación no se consideró que la infraestructura y los lugares de pago debían ser semejantes a las que ofrecía el BBVA a los pensionados. En los locales de pago de este banco se les brindaba una atención considerada, en espacios acordes con el reconocimiento que se merecen los pensionados, como ciudadanos que han dado toda una vida de trabajo a la comunidad. En esos locales había espacios en los cuales podían atender los dirigentes, servicios higiénicos, tan necesarios tratándose de personas de la tercera edad, y asientos para que descansaran los miles de ancianos que concurrían a pagarse. Cabe hacer presente que en esos lugares se produce gran aglomeración de personas. Asimismo, eran espacios de socialización de los pensionados.

Hoy, el Banco del Estado pretende prestar ese servicio en locales del Servipag, que son fríos, impersonales y estrechos. 

Esta situación le fue planteada al subsecretario de Previsión Social, quien estuvo de acuerdo en que debía ser corregida la situación y en que era necesario, por lo menos, mantener las condiciones anteriores, atendidas la edad y la función que han cumplido los pensionados en la sociedad.

Por eso, pido que se oficie a la ministra del Trabajo, al subsecretario de Previsión Social, al director nacional del INP y al presidente del Banco del Estado, a fin de hacerles presente esta situación que preocupa a los pensionados y a las asociaciones de pensionados de todas las regiones, en particular, a las organizaciones nacionales: Cupemchi y Achipen.

Hoy, no sólo son muy bajas las pensiones de la inmensa mayoría de los pensionados de Chile, sino que, además, son muy dilatados los plazos que estableció la reforma previsional para su incremento, puesto que los montos de las actuales no se condicen con el respeto que se les debe, con la función que han cumplido y, sobre todo, con las condiciones que tenían anteriormente. Es más, ahora el Banco del Estado no tendrá lugares adecuados para atenderlos, no obstante que muchos de ellos también se podrán pagar a través de sistemas informáticos y virtuales. Pero, la inmensa mayoría prefiere cobrar la pensión directamente en el banco, porque se trata de un hábito arraigado que será muy difícil de cambiar, dadas su edad y sus condiciones culturales.

Asimismo, es necesario que los organismos pertinentes implementen las medidas del caso que permitan ofrecer condiciones mínimas a los pensionados, antes de que entre en vigor el próximo período de pago, en julio del próximo año. Es decir, hay tiempo suficiente para corregir las deficiencias de la licitación a que se llamó para prestar este servicio y que se adjudicó el Banco del Estado. Espero que éste tenga la consideración necesaria con estos millones de personas que se pagarán allí y que pertenecen al INP. 

Quiero que las autoridades mencionadas me informen sobre los montos que percibirá el Banco del Estado por el servicio que prestará a los pensionados. Seguramente, serán muy considerables y con una mínima parte de ellos se podrían habilitar lugares que permitan brindar una atención considerada y humana a los pensionados, similar a la que les ofrecía el BBVA.

He dicho.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

CONSTITUCIÓN DE MESA DE TRABAJO SOBRE PESCA ARTESANAL. Oficio.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la diputada señora Carolina Goic.

La señora GOIC (doña Carolina).- Señor Presidente, quiero pedir que se oficie al ministro de Economía, a fin de recordarle un compromiso existente y darle a conocer una necesidad que tiene un importante sector de la Región de Magallanes. Me refiero específicamente a quienes se dedican a la pesca artesanal.

Cuando ingresó a la Cámara el proyecto que regula la explotación de la salmonicultura, una de las condiciones que pusimos con los diputados Ascencio y Vallespín para respaldar dicha iniciativa fue la conformación de una mesa de trabajo que se abocara a analizar la situación de la pesca artesanal.

Uno puede entender que se apoye a sectores importantes como el de la industria de la salmonicultura, regulándolo de la mejor manera posible, desde el punto de vista ambiental, sanitario y, por cierto, económico; pero también debemos preocuparnos de otros sectores que han sido fuertemente impactados por la crisis económica, pero no sólo por la situación coyuntural actual, sino que arrastran demandas que han sido planteadas con mucha claridad, con capacidad de propuesta y en forma organizada. En el caso de la Región de Magallanes, las distintas organizaciones pesqueras artesanales han hecho una propuesta sistemática durante los tres últimos años. En muchos casos los he acompañado a reuniones con distintas autoridades del sector pesquero, nacionales y regionales; sin embargo, el avance en cada uno de los temas planteados ha sido muy exiguo.

Creo que ésta es la oportunidad para dar una señal decidida y conformar una mesa de manera similar a como se hizo en la Décima Región, con representantes de las distintas organizaciones pesqueras artesanales de la región, autoridades regionales y, por supuesto, del nivel central, para trabajar en torno a la pesca artesanal en la Región de Magallanes, con un plazo definido, por ejemplo, que de aquí a dos meses, dentro de los próximos sesenta días, entregue un plan de trabajo específico, que garantice el avance sobre una agenda que debe considerar necesariamente la administración pesquera artesanal, es decir, cómo somos capaces de resolver temas relacionados con la disponibilidad de recursos existentes, cómo los cuidamos y orientamos su extracción y utilización.

Por otro lado, debemos generar medidas para apoyar la comercialización, aunque entendemos que hay una crisis mundial que la reduce, por ejemplo, en los casos de la merluza del sur, de la centolla, el erizo. Sin embargo, es nuestro deber apoyar a los pescadores y también darles el apoyo crediticio que requieren.

Hemos hecho distintas gestiones con el Banco del Estado; sin embargo, vemos que no están dando respuesta efectiva a las necesidades existentes. Pareciera haber instrumentos definidos, pero no se adecuan a la realidad o se exigen requisitos que finalmente impiden a los pescadores artesanales de la zona acceder a ellos y utilizarlos efectivamente.

Un tercer punto que debe ser considerado en esta agenda tiene que ver con apoyos sociales específicos. Se ha planteado la necesidad de un programa de vivienda especial y becas para los hijos de esos pescadores artesanales, quienes esperan contar con apoyo para ello. 

Sabemos que existen posibilidades de responder con los mecanismos existentes para el otorgamiento de fondos y que hay alternativas de financiamiento; sin embargo, esto parece quedar sobre la mesa y no sigue los pasos necesarios para implementarse y llevar a cabo programas y proyectos específicos.

Reitero mi petición de oficio al ministro de Economía, para que mandate, dentro de la Subsecretaría de Pesca, a un representante del nivel central que vaya a Magallanes en visita a la zona, que constituya esta mesa con un período definido y entregue un plan de trabajo que efectivamente garantice a las organizaciones pesqueras artesanales de la región el avance en una materia tan sentida y que en nuestra región tiene especial relevancia, por cuanto, proporcionalmente, es la que tiene más pescadores artesanales en el país. No me caben dudas de que son más de veinte mil personas de Magallanes, que dependen de esta actividad, las que requieren de respuestas concretas de trabajo en conjunto, pero con seriedad. Asimismo, pido que se haga un seguimiento al cumplimiento de los compromisos que genere esta mesa.

He dicho.

El señor SÚNICO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.34 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
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